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Presentación de la Colección Biblioteca Plural

La Universidad de la República (Udelar) es una institución compleja, que 
ha tenido un gran crecimiento y cambios profundos en las últimas décadas. En 
su seno no hay asuntos aislados ni independientes: su rico entramado obliga a 
verla como un todo en equilibrio.

La necesidad de cambios que se reclaman y nos reclamamos permanen-
temente no puede negar ni puede prescindir de los muchos aspectos positivos 
que por su historia, su accionar y sus resultados, la Udelar tiene a nivel nacional, 
regional e internacional. Esos logros son de orden institucional, ético, compro-
miso social, académico y es, justamente, a partir de ellos y de la inteligencia y 
voluntad de los universitarios que se debe impulsar la transformación. 

La Udelar es hoy una institución de gran tamaño (presupuesto anual de 
más de cuatrocientos millones de dólares, cien mil estudiantes, cerca de diez mil 
puestos docentes, cerca de cinco mil egresados por año) y en extremo heterogé-
nea. No es posible adjudicar debilidades y fortalezas a sus servicios académicos 
por igual. 

En las últimas décadas se han dado cambios muy importantes: nuevas fa-
cultades y carreras, multiplicación de los posgrados y formaciones terciarias, un 
desarrollo impetuoso fuera del área metropolitana, un desarrollo importante de 
la investigación y de los vínculos de la extensión con la enseñanza, proyectos muy 
variados y exitosos con diversos organismos públicos, participación activa en las 
formas existentes de coordinación con el resto del sistema educativo. Es natural 
que en una institución tan grande y compleja se generen visiones contrapuestas 
y sea vista por muchos como una estructura que es renuente a los cambios y que, 
por tanto, cambia muy poco. 

Por ello es necesario: 
a.	 Generar condiciones para incrementar la confianza en la seriedad y las 

virtudes de la institución, en particular mediante el firme apoyo a la 
creación de conocimiento avanzado y la enseñanza de calidad y la plena 
autonomía de los poderes políticos.

b.	 Tomar en cuenta las necesidades sociales y productivas al concebir las 
formaciones terciarias y superiores y buscar para ellas soluciones supe-
radoras que reconozcan que la Udelar no es ni debe ser la única institu-
ción a cargo de ellas.

c.	 Buscar nuevas formas de participación democrática, del irrestricto ejer-
cicio de la crítica y la autocrítica y del libre funcionamiento gremial.

El anterior rector, Rodrigo Arocena, en la presentación de esta colección, 
incluyó las siguientes palabras que comparto enteramente y que complemen-
tan adecuadamente esta presentación de la colección Biblioteca Plural de la 
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Comisión Sectorial de Investigación Científica (csic), en la que se publican tra-
bajos de muy diversa índole y finalidades:

La Universidad de la República promueve la investigación en el conjunto de 
las tecnologías, las ciencias, las humanidades y las artes. Contribuye, así, a la 
creación de cultura; esta se manifiesta en la vocación por conocer, hacer y 
expresarse de maneras nuevas y variadas, cultivando a la vez la originalidad, la 
tenacidad y el respeto por la diversidad; ello caracteriza a la investigación —a 
la mejor investigación— que es, pues, una de la grandes manifestaciones de la 
creatividad humana.

Investigación de creciente calidad en todos los campos, ligada a la expansión 
de la cultura, la mejora de la enseñanza y el uso socialmente útil del conoci-
miento: todo ello exige pluralismo. Bien escogido está el título de la colección 
a la que este libro hace su aporte.

Roberto Markarian
Rector de la Universidad de la República

Mayo, 2015
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Resumen ejecutivo

Esta investigación busca aportar al debate sobre los mecanismos de solución 
de controversias inversor-Estado, previstos en los tratados bilaterales de inver-
sión (tbi) en vigor en los Estados sudamericanos, salvo excepciones. 

Se parte del análisis del Derecho Internacional Público a la luz de la teo-
ría de los regímenes internacionales (Krasner, Keohane, Ruggie), para pasar a 
abordar los mecanismos de solución de controversias inversor-Estado que en-
trañan excepciones al carácter inquebrantable de la soberanía estatal, piedra 
fundamental del Derecho Internacional Público. En particular, el foco está 
puesto en las características del sistema tbi-ciadi (Centro Internacional de 
Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones), basado en los tbi y el Convenio 
de Washington (cw) sobre arreglo de diferencias relativas a inversiones entre 
Estados y nacionales de otros Estados que crea el ciadi.

En este marco, se toma como universo de estudio los 275 tbi de los Estados 
sudamericanos hasta 2015, en vigor para Argentina, Chile, Colombia, Guyana, 
Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay, y terminados por Bolivia, Ecuador y 
Venezuela. Para el caso de Brasil, se examinan los tbi firmados pero no aproba-
dos, y se adicionan los 6 acuerdos de cooperación y facilitación de inversiones 
celebrados en 2015.

Primeramente, se sistematizan los tbi de acuerdo a los mecanismos de so-
lución de diferencias inversor-Estado previstos, y otras cláusulas, como el ago-
tamiento previo de los recursos internos. Este análisis se aborda de desde una 
perspectiva histórica, que permite una descripción integral de la postura de los 
Estados sudamericanos desde el «no de Tokio» (1964) a la actualidad. 

En segundo lugar se examinan las posiciones de los Estados sudamerica-
nos en torno al sistema tbi-ciadi, se determina su fundamento y los motivos 
que llevaron a su manifestación en el presente. En este sentido, se construye 
la siguiente tipología de Estados: los miembros (Argentina, Chile, Colombia, 
Guyana, Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay), los externos (Brasil) y los disi-
dentes (Bolivia, Ecuador y Venezuela). Adicionalmente, se analiza la situación 
particular de Uruguay, en especial frente al caso Philip Morris, empresa que 
cuestionó las medidas de control del tabaquismo desarrolladas por Uruguay. 
En este punto se examina el objeto y aspectos procesales del arbitraje, para 
dar paso al estudio del laudo y de la coyuntura doméstica y del sistema-mundo 
respecto al caso. 

Este trabajo cierra con un capítulo dedicado a las conclusiones arribadas. 
En primer lugar se destaca que el arbitraje ad hoc en el ciadi es el mecanismo 
de solución de controversias inversor-Estado al cual remiten el mayor número 
de tbi (89 %). No obstante en el 88 % de los casos no se condiciona el inicio 
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del arbitraje al agotamiento de los recursos internos. Asimismo, se concluye que 
la posición de los Estados sudamericanos en torno al sistema tbi-ciadi tiene 
como fundamento aspectos coyunturales, como el número de demandas que 
enfrenta el Estado o los montos de estas, variables vinculadas al Derecho inter-
no, especialmente disposiciones constitucionales, y motivos ideológicos de los 
gobernantes. 

Palabras clave

Tratados bilaterales de inversión, Solución de controversias, América del Sur.
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Presentación

Este trabajo reúne los resultados finales de la investigación titulada «América 
del Sur frente a los tratados bilaterales de inversión: ¿hacia un retorno del Estado 
en la solución de controversias?», desarrollada entre abril de 2014 y marzo de 
2016 con financiación de la Comisión Sectorial de Investigación Científica 
(csic) de la Universidad de la República (Udelar), Programa de iniciación a la 
investigación 2013. 

La investigación fue orientada por Lincoln Bizzozero (Facultad de Ciencias 
Sociales, Universidad de la República), a quien quisiera expresar mi agradeci-
miento por acompañarme durante el proceso de aprendizaje que toda investi-
gación conlleva, tanto en las etapas arduas como las gratificantes. Asimismo, 
quisiera reconocer especialmente la valiosa colaboración de la profesora Ana 
Pastorino, no solo por el apoyo, las recomendaciones y las lecturas sucesivas 
de este trabajo, sino también por trasmitirme la pasión por la investigación y la 
responsabilidad que esta implica. 

Fruto del camino recorrido, surgió la publicación de cuatro artículos en re-
vistas extranjeras: Revista de la Secretaría del Tribunal Permanente de Revisión 
n.o 5, marzo 2015, Asunción; Revista Densidades n.o 17, mayo 2015, Buenos 
Aires; Suplemento de Derecho Internacional Público del sitio web <eldial.
com> n.o dc1f6a, publicado el 10 de julio de 2015, Buenos Aires; Revista 
de la Fundación de Investigaciones para el Desarrollo n.o 364, 2015, Buenos 
Aires; y un capítulo en el libro Derecho Internacional Público. Su Ingeniería y 
Arquitectura en el siglo xxi coordinado por Travieso y Campi (editorial elDial.
com, Buenos Aires).

Por otra parte, los resultados parciales y finales de este trabajo dieron lu-
gar a la participación en instancias de intercambio académico que permitieron 
enriquecer la investigación con nuevas miradas sobre el tema y sus afectacio-
nes en otras áreas del conocimiento. Ejemplo de lo anterior es la participación 
en la Tercera Escuela Doctoral sobre Regionalismo Latinoamericano, Europeo 
y Comparado, organizada por la United Nations University Institute on 
Comparative Regional Integration Studies (unu-cris) y la Universidad Andina 
Simón Bolívar, sede Ecuador, que tuvo lugar en la ciudad de Quito entre los días 
14 y 18 de julio de 2014. 

Adicionalmente se presentaron ponencias en los siguientes congresos 
o seminarios: xxii Jornadas de Jóvenes Investigadores de la Asociación de 
Universidades Grupo Montevideo organizadas por la Universidad Nacional de 
La Plata (La Plata, 25 a 27 de agosto de 2015); xiv Jornadas de Investigación 
de la Facultad de Ciencias Sociales de la Udelar (Montevideo, 15 a 17 de 
setiembre de 2015); vii Encuentro del cerpi y de la v Jornada del censud: 
«Argentina y América Latina frente a un mundo en transformación» organizada 
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por la Universidad Nacional de La Plata (La Palta, 11 de setiembre de 2015) 
participación virtual; Tercera Conferencia Bienal de la Red Latinoamericana de 
Derecho Económico Internacional: «El rol de América Latina en el Derecho 
Económico Internacional» (Porto Alegre, 22 a 24 de octubre de 2015); xiii 
Jornada de Investigación del idicso, Universidad del Salvador (Buenos Aires, 
18 de noviembre de 2015) participación virtual; Seminario «La solución de 
controversias en el siglo xxi», Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos 
Aires (Buenos Aires, 20 de mayo de 2016). Asimismo, el 11 de noviembre 
se dictó una conferencia en The New School, Nueva York, en el marco de la 
beca pnk otorgada por la Universidad Nacional de San Martín, Buenos Aires, y 
Observatorio Latinoamericano, The New School, Nueva York.

Producto de este trabajo surgió la posibilidad de orientar a Florencia 
Molina y Gabriela Bustamante, estudiantes de la Licenciatura en Relaciones 
Internacionales, en la presentación de un proyecto de investigación estudiantil 
titulado «Philip Morris contra Uruguay: ciadi, soberanía y región». Este pro-
yecto obtuvo la aprobación de la csic (Programa de Apoyo a la Investigación 
Estudiantil 2015). Agradezco a Florencia y Gabriela por la confianza que de-
positaron en mí. 

Por último, pero no por ello menos importante, quisiera agradecer la 
enorme generosidad de los entrevistados y demás colegas con los que inter-
cambié ideas durante el proceso de investigación: Carlos Bianco, Ely Caetano 
Xavier Junior, Javier Echaide, José Augusto Fontoura Costa, Carlos Gianelli, 
Angélica Guerra Barón, Michel Leví Coral, Aldo Orellana López, Adriano 
Smolarek, Marta Vigevano, Alberto Villarreal, Felipe Michelini, Alejandro 
Garro, Peter Hoffman, Martin Guzmán, Jamee Moudud, Julian Arato, Manuel 
Pérez Rocha, Lise Johnson, Gustav Peebles, Juan Obarrio, Charles Allison, 
Chris London, Barry Herman, Margarita Gutman, Michael Cohen, Michelle 
DePass, David E. Van Zandt, Jorge Dotta, María Cristina Perceval, Lucas 
González y Marcelo Bufacchi. Sin sus valiosos comentarios y observaciones 
este trabajo no hubiera sido el mismo.

De igual manera, quisiera expresar mi agradecimiento a la csic, institución 
que hizo posible el desarrollo de esta investigación.
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CAPÍTULO 1

Introducción

1.1. Consideraciones preliminares

En sus relaciones externas, los Estados requieren un marco regulatorio que 
contribuya a preservar su soberanía, atributo jurídico que los Estados se conce-
den y reconocen recíprocamente y en forma excluyente de cualquier otro tipo 
de organización. Surge así, la necesidad de un sistema jurídico de coordinación 
como el Derecho Internacional Público. Sin embargo, la regulación de ciertos 
temas ha generado cambios que cuestionan algunos postulados tradicionales del 
Derecho Internacional Público, como ser el sistema de solución de controversias 
inversor-Estado, basado principalmente en los tratados bilaterales de inversión 
(tbi) y el Convenio de Washington sobre arreglo de diferencias relativas a in-
versiones entre Estados y nacionales de otros Estados (cw), tratado constitutivo 
del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Internacionales 
(ciadi) (sistema tbi-ciadi).

Asimismo, factores como la denuncia del cw por parte de Bolivia, Ecuador 
y Venezuela, convirtiéndose en los primeros Estados en el mundo en abandonar 
el ciadi; el proceso de no renovación o denuncia de tbi por parte de Bolivia y 
Ecuador1; el número o monto de demandas de inversores extranjeros especial-
mente en áreas sensibles como ser energía, aguas y saneamiento, salud o finanzas; 
así como la creciente crítica de estos acuerdos por parte de las organizaciones de 
la sociedad civil han derivado en un creciente interés en la reforma del sistema 
legal internacional de solución de controversias inversor-Estado. Muestra de ello 
es la creación del Observatorio del Sur sobre Inversiones y Transnacionales (pro-
puesta de Venezuela) y el proyecto de Centro de solución de controversias en 
materia de inversiones de la Unión Sudamericana de Naciones (unasur) como 
foro alternativo (propuesta de Ecuador), como en el mundo con las diferen-
tes reuniones realizadas a nivel de Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Comercio y Desarrollo (unctad) en torno a la reforma del sistema.

En este ámbito dinámico de las relaciones internacionales, donde lo úni-
co permanente es el cambio, este trabajo pretende analizar las características 
del sistema tbi-ciadi y las posiciones que han adoptado los diferentes Estados, 

1	 Fuera de la región, otros Estados que están denunciando o renegociando sus tbi son Sudáfrica 
e Indonesia, aunque también India está considerando seguir este camino (The Economist, 
2014b). El debate también está planteado en la Unión Europea después del Tratado de 
Lisboa, en especial con la negociación de la Alianza Transatlántica sobre comercio e inver-
sión (ttip por su sigla en inglés).
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tomando como marco la región sudamericana hasta 2015. Los años venideros 
traerán consigo nuevos escenarios, en los que se concretarán los actuales proyec-
tos y se gestarán nuevos, situación que plantea simultáneamente una limitación 
temporal a este trabajo y el desafío de establecer las perspectivas a futuro. Tales 
escenarios futuros serán de especial trascendencia para Uruguay, que enfren-
tó su primera demanda por parte de las empresas Philip Morris Brand Sàrl, 
Philip Morris Products sa y Abal Hermanos SA contra la República Oriental 
del Uruguay (ciadi caso número arb/10/7), caso en el cual el tribunal arbitral 
ad hoc desestimó las pretensiones de las empresas demandantes (laudo del 8 de 
julio de 2016).

En este contexto, se plantean los objetivos y preguntas de investigación que 
se enuncian a continuación.

1.2. Objetivos de investigación

La investigación busca responder las siguientes preguntas:
•	 ¿Cuáles son los modelos de sistemas de solución de controversias inver-

sor-Estado previstos en los tbi de los Estados sudamericanos?
•	 ¿Por qué existen diferentes posiciones en torno a dichos modelos?
•	 ¿Por qué esas posiciones se manifiestan ahora?
•	 ¿Qué fundamentación tienen tales posiciones y qué rol juega la sobe-

ranía estatal?
•	 ¿Qué casos concretos de controversias inversor-Estado han marcado 

tendencia?
•	 ¿Qué características presenta el caso Philip Morris contra Uruguay 

(ciadi) y cuál es su relación con la soberanía estatal?
Con dichas preguntas en mente, se plantea como objetivo general contribuir 

al debate sobre los mecanismos de solución de controversias inversor-Estado 
previstos en los tbi en vigor en los Estados sudamericanos, salvo las excepciones 
anteriormente explicitadas. En el entendido de que los objetivos específicos per-
miten la concreción del objetivo general, específicamente se plantea:

1.	 Sistematizar los tbi vigentes en los Estados sudamericanos según los 
sistemas de solución de controversias inversor-Estado propuestos.
•	 Analizar las principales características y procedimientos a seguir 

en los sistemas de solución de controversias inversor-Estado más 
relevantes.

2.	 Examinar las posiciones en torno a los sistemas de solución de contro-
versias inversor-Estado existentes en los Estados sudamericanos.
•	 Determinar el fundamento jurídico, político, contextual o ideológi-

co de dichas posiciones.
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•	 Profundizar en los motivos que llevaron a que dichas posiciones se 
manifiesten en la actualidad, especialmente su relación con el rol 
del Estado en la resolución de los conflictos.

•	 Recopilar y analizar casos concretos de controversias inversor-Es-
tado que involucren a los Estados sudamericanos que hayan mar-
cado tendencia.

•	 Analizar el caso Philip Morris contra Uruguay, en especial su rela-
ción con la soberanía estatal.

1.3. Diseño metodológico

Para la concreción de los objetivos, se partió del análisis de los tbi en vigor 
en Argentina, Chile, Colombia, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay, 
los tbi firmados pero no aprobados por Brasil y los acuerdos no renovados, de-
nunciados o en proceso de denuncia por parte de Bolivia, Ecuador y Venezuela, 
hasta el año 20142. El universo de estudio se compone por un total de 275 tbi3 
y los 6 acuerdos de cooperación y facilitación de inversiones (acfi) firmados por 
Brasil4, todos ellos listados en el Anexo I (totales por Estado en figura 1). Se 
excluyen del análisis los capítulos de inversiones previstos en tratados de libre 
comercio (tlc) u otros tratados multilaterales. 

Se procedió a la sistematización en una planilla Excel y posterior examen 
de los mecanismos de solución de controversias inversor-Estado previstos en los 
mencionados acuerdos, cuyo texto, fecha de firma y entrada en vigor fue obte-
nido en las bases de datos de Arbitration Law, Investment Treaty Arbitration, 
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, Sistema de Información de 
Comercio Exterior de la Organización de Estados Americanos, Investment Hub 
de la unctad y cancillerías de los Estados, en el último caso en los sitios web o 
personalmente.

Asimismo, se analizaron obras doctrinarias, artículos de prensa y revistas 
académicas tanto del ámbito del Derecho Internacional como de la Política 
Internacional, resoluciones y laudos de la Corte Permanente de Arbitraje (cpa), 
la Cámara de Comercio Internacional (cci) y el ciadi, con especial énfasis en el 
caso Philip Morris contra Uruguay.

2	 Las cifras de los tbi en vigor en Argentina, Chile, Colombia, Guyana, Paraguay, Perú, 
Surinam y Uruguay, incluyen, según el caso, los acuerdos no renovados, denunciados o en 
proceso de denuncia por parte de Bolivia, Ecuador y Venezuela, a excepción de los denun-
ciados por Ecuador en el año 2008 (tbi Ecuador-Paraguay y tbi Ecuador-Uruguay).

3	 Esta cifra comprende la duplicación de acuerdos entre Estados. Por ejemplo, el tbi en-
tre Argentina y Bolivia es incluido tanto en las cifras correspondientes a Argentina como 
Bolivia. Excluyendo la duplicación son 255 acuerdos.

4	 Los 6 acfi fueron suscriptos por Brasil en el año 2015. A pesar de exceder el marco tem-
poral, dada su innovación en el sistema internacional son incluidos en el análisis. 
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Figura 1. tbi analizados. Comparación por Estado

Estado TBI ACFI Observaciones

Argentina 55 - En vigor

Bolivia 21 - Terminados por denuncia unilateral o no renovación 
por parte de Bolivia.

Brasil 14 6

Los tbi no entraron en vigor por falta de aprobación 
interna.
Los acfi son firmados en 2015, aun no entraron en 
vigor

Chile 40 - En vigor.

Colombia 5 - En vigor.

Ecuador 26 - Terminados por denuncia unilateral (10) o en proceso 
de denuncia (16) por parte de Ecuador.

Guyana 4 - 4 en vigor, se analiza el texto de 3 de ellos.

Paraguay 23 En vigor.

Perú 31 - En vigor.

Surinam 1 - En vigor.

Uruguay 29 - En vigor.

Venezuela 26 - 1 terminado por denuncia unilateral de Venezuela  
y 26 en vigor.

Total 275 6 -

Fuente: elaboración propia en base a datos de la unctad y Cancillerías. Actualizado al 31 de 
diciembre de 2015.

Se complementó con la realización de catorce entrevistas en profundidad a 
informantes calificados nacionales e internacional, de forma de intentar abarcar 
en su totalidad el amplio espectro de actores involucrados, esto es, funcionarios 
de Gobierno, representantes jurídicos, miembros de la sociedad civil, docentes 
universitarios de Relaciones Internacionales, Derecho Internacional Público y 
Derechos Humanos de Argentina, Brasil, Bolivia, Colombia, Ecuador, Estados 
Unidos y Uruguay (reseña de los entrevistados en Anexo iv). Las entrevistas se 
desarrollaron de forma personal en Montevideo, Buenos Aires, Quito y Nueva 
York, así como vía Skype y correo electrónico. Todos los entrevistados dieron su 
consentimiento para ser citados por su nombre. 

Además, se participó de la iii Escuela Doctoral sobre regionalismo latino-
americano, europeo y comparado organizada por la Universidad Andina Simón 
Bolívar Sede Ecuador y la Universidad de Naciones Unidas, desarrollada en Quito 
del 14 al 18 de julio de 2014. En dicho evento se presentó este proyecto de inves-
tigación, y se logró un rico intercambio opiniones y aportes de colegas, docentes e 
investigadores de Argentina, Colombia, Ecuador y México, entre otros.
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Finalmente, se seleccionaron y examinaron controversias controversias in-
versor-Estado que marcaron tendencia, especialmente en Sudamérica. Estas son 
listadas en el anexo ii, indicando los inversores y Estados involucrados y el foro en 
el cual se dirimen. La mayoría son casos dirimidos en el ciadi, foro al que remite 
el mayor número de tbi en Sudamérica, y refieren a los sectores que tienen mayor 
vinculación con temas de derechos humanos o recursos estratégicos: industria del 
tabaco, aguas y saneamiento, concesión de hidrocarburos, y gas.

1.4. Estructura del informe de investigación

En vistas de lo anterior, este informe de investigación se estructura en seis 
capítulos. En el capítulo 1 se realiza una presentación del tema, planteando los 
objetivos, preguntas y metodología de investigación; mientras que en el capítulo 
2 se presenta el marco teórico elegido. El capítulo 3 está dedicado a la evolución 
del sistema tbi-ciadi en los Estados Sudamericanos, con especial énfasis en las 
características de los mecanismos de solución de disputas inversor-Estado pre-
vistos en los tbi en vigor, salvo excepciones.

El capítulo 4 aborda las actuales posiciones estatales que existen en 
Sudamérica en torno al sistema tbi-ciadi, examinándose la situación de al menos 
un Estado por posición detectada, así como las propuestas alternativas que se 
están gestando en la región. El siguiente capítulo se centra en el estudio parti-
cular de la situación de Uruguay ante la demanda de la tabacalera Philip Morris. 

El capítulo 6 cierra con las conclusiones del trabajo que buscan responder 
las preguntas que dan origen a esta investigación y proponen nuevos caminos 
de investigación.

Finalmente, se agregan cinco anexos relativos a los acuerdos analizados, 
una nómina de los casos arbitrales examinados en el marco de esta investi-
gación, una síntesis de las posiciones estatales en Sudamérica en relación al 
sistema tbi-ciadi, un flujograma del proceso arbitral en el ciadi, y una reseña 
de los entrevistados.
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CAPÍTULO 2

Marco teórico

2.1. La teoría de los regímenes internacionales: conceptualización

Desde la introducción del término regímenes internacionales por Ruggie 
(1975) y su profundización en el debate académico desde la óptica del institu-
cionalismo neoliberal, realismo y cognitivismo de las relacionales internacio-
nales (Hasenclever y otros, 1999)5, estos han servido para explicar diferentes 
segmentos del sistema internacional en torno a los cuales se generan acuerdos 
formales e informales entre diferentes actores. La teorización de este concepto, 
se tomará como marco teórico para la presente investigación.

En este sentido, se parte de la definición de Ruggie, quien indica que un ré-
gimen internacional es «a set of mutual expectations, rules and regulations, plans, 
organizational energies and financial commitments, which have been accepted by 
a group of states» (Ruggie, 1975: 570). De este concepto puede destacarse como 
elemento central la existencia de expectativas recíprocas, reglas y compromisos 
aceptados por un grupo particular de actores, los Estados. Krasner (1983) pro-
fundiza sobre el tema proponiendo que un régimen es «un conjunto implícito o 
explícito de principios, normas, reglas y procedimientos de toma de decisión alre-
dedor de los cuales las expectativas de los distintos actores convergen en un área 
determinada de las relaciones internacionales» (Krasner, 1983: 2).

Dichos principios, normas y reglas establecen acciones, prohibiciones y 
obligaciones, formando la estructura fundamental en el marco de la cual se 
dan la interacción entre actores y condiciona la toma de decisiones, indivi-
duales y conjuntas, en función de la conducta esperada de los demás miem-
bros. Los principios son creencias que explican el funcionamiento del sistema, 
las normas son reglas generales de comportamiento que generan derechos y 
obligaciones, las reglas son prescripciones en torno a áreas determinadas, y 
los procesos de toma de decisión refieren a prácticas generalmente seguidas 
para la negociación y adopción de resoluciones colectivas (Ruggie, 1999: 188; 
Bizzozero, 2011: 153)6. Cada uno de estos elementos deriva en el siguiente, 

5	 Excede el objeto de este trabajo el estudio particular de los regímenes bajo a la luz de las 
mencionadas escuelas de pensamiento. Para un análisis de este tema puede verse Hasenclever 
y otros (1999) y Bizzozero (2011: 151-153) entre otros.

6	 Estos elementos no pueden ser consecuencia directa de los intereses exclusivos de un actor 
en particular, sino que debe existir una noción de obligatoriedad de las normas, más allá del 
interés particular de cada actor en su cumplimiento. No solo se trata de reglas formales de 
carácter legal y otras normas sino también reglas formales e informales de carácter moral 
(Hurrell, 1992: 649, 656, 662).
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traduciéndose en un mayor nivel de especificidad y aplicación práctica en la 
adopción de acuerdos formales e informales.

Los Estados que forman parte de uno o más regímenes internacionales, no 
lo hacen porque estos sean buenos per se, sino por elección propia. Los Estados 
como actores internacionales, forman parte de un régimen siempre que perciban 
una reciprocidad de intereses o relación ganar-ganar. Por tanto, los beneficios 
que se reciban una vez que el Estado se haya incorporado al régimen deben ser 
mayores, o al menos iguales, a los que percibían antes de su incorporación, de 
lo contrario no formarían parte de este. De hecho, es factible que un régimen 
sea abandonado cuando los Estados entiendan que los costos de permanecer en 
él son mayores a las alternativas externas. Aun así, la salida del régimen es una 
opción que siempre está presente, más allá de las alternativas externas o costos 
internos (Keohane, 1988: 137 y Keohane, 1982: 331).

Entre estos beneficios se destacan, para los actores débiles, la percepción 
de mayor nivel de protección frente a la posible arbitrariedad de los actores 
más poderosos gracias a la existencia de reglas e instituciones, la facilitación 
de acuerdos entre los actores producto del efecto derrame, la certeza en cuanto 
al cumplimiento de reglas de juego, o las acciones frente al incumplimiento. 
Para los Estados poderosos, los beneficios se centran en el mantenimiento 
de un statu quo beneficioso y la posibilidad de influencia política en la toma 
de decisiones (Hurrell, 1992: 655). En general, los regímenes maximizan las 
ganancias de las partes y desarrollan sistemas de reciprocidad, introduciendo 
la creencia que si en determinada situación un integrante colabora o evita da-
ñar a los demás, los últimos se comportarán de la misma manera en el futuro 
(Keohane, 1982: 335, 342).

Como explica Peña:
[…] el predominio de reglas de juego de calidad, libremente consentidas en la 
relación entre asociados de desigual poder relativo, constituye una cierta garan-
tía de la preservación de la reciprocidad de intereses nacionales que es lo que 
permite sustentar el vínculo asociativo a través del tiempo (Peña, 2003: 3)7. 

Por tanto, los costos de incumplimiento son mayores a las ganancias que 
proporciona la existencia de un orden regulador determinado.

7	 Si bien en este punto Peña se refiere a los regímenes regionales en torno a los procesos de inte-
gración, es posible aplicar estos conceptos al estudio de los regímenes internacionales en general.
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2.2. Tipos de regímenes internacionales

La doctrina distingue diferente tipos de regímenes de acuerdo a las ca-
racterísticas de las relaciones entre los miembros, los fines perseguidos, las 
características de los acuerdos resultantes, y las posibilidades de ingreso de 
nuevos integrantes.

En este sentido, Dougherty y Pfaltzgraff (1993: 180-181) distinguen entre 
regímenes formales e informales. Los primeros, en ocasiones surgidos en marco 
de una organización internacional, cuentan con estructuras burocráticas y órga-
nos de gobierno, y los segundos están fundados en el consenso entre los miem-
bros generando acuerdos ad hoc. Asimismo, existen regímenes basados en una 
comunidad de intereses, a los cuales los actores ingresan voluntariamente en pos 
de metas comunes y mantienen relaciones de colaboración, y regímenes basados 
en el rechazo común a un tema, en los cuales los actores coordinan sus políti-
cas sin llegar a darse relaciones de colaboración. Como última clasificación, los 
mencionados autores proponen la distinción entre regímenes de colaboración 
o cooperación, y aquellos fundados en la voluntad impuesta de una potencia 
dominante, como eran los regímenes coloniales o imperialistas.

Dicha categoría tiene puntos de contacto con la distinción entre regíme-
nes rule-oriented y power-oriented, caracterizándose los primeros por relaciones 
orientadas por reglas de juego efectivas y legítimas (principio de efectividad8) 
y los segundos por relaciones orientadas en función del poder del más fuerte 
(Peña, 2004: 222). Por tanto, en los regímenes rule-oriented, una conducta con-
traria o violatoria al régimen no solo afecta al Estado contra quien se dirige, sino 
también a todos los miembros del sistema. La consecuente evaluación negativa 
de estos actores hace necesario que la controversia sea resuelta y, por ende, se 
ponga en marcha de un mecanismo de solución de controversias jurisdiccional o 
diplomático, que permita la restitución del statu quo.

Finalmente, Ferro, citada por Bizzozero (2011: 154), propone una triple 
categorización según la posibilidad de ingreso de nuevos integrantes al grupo. 
Así, existen regímenes restringidos, que admiten un número limitado de inte-
grantes; regímenes condicionalmente abiertos, compuesto por aquellos Estados 
que sigan un interés común; y regímenes abiertos, que permiten el ingreso de un 
número ilimitado de integrantes. 

8	 El principio de efectividad implica que una norma penetra en la realidad siempre que se 
logren los resultados buscados con su creación, y no el mero cumplimiento de ellas en la 
medida de lo posible. Reglas de juego no efectivas derivan en un proceso que pierde credi-
bilidad tanto para los ciudadanos, las empresas, los inversores y terceros Estados. 
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2.3. Derecho Internacional Público y solución de controversias  
en los tratados bilaterales de inversión

En sus relaciones externas, los Estados requieren un marco regulatorio que 
contribuya a preservar su soberanía, atributo jurídico que los Estados se conce-
den y se reconocen recíprocamente y en forma excluyente de cualquier otro tipo 
de organización. Surge así, la necesidad de un sistema jurídico de coordinación 
como el Derecho Internacional Público (dip). Sin embargo, la regulación de 
ciertos temas ha generado cambios que cuestionan algunos postulados tradicio-
nales del dip, como ser el sistema tbi-ciadi. 

Los mecanismos de solución de diferencias previstos por tbi generalmente 
remiten al arbitraje internacional en el cual los inversores extranjeros tienen locus 
standi para demandar a los Estados en caso de incumplimiento. Tal es el caso de 
los tribunales arbitrales ad hoc del ciadi, organización internacional que forma 
parte del Grupo Banco Mundial9, la Corte Permanente de Arbitraje (cpa), la 
Cámara de Comercio Internacional (cci), la Cámara de Comercio de Estocolmo 
(cce), Corte Internacional de Arbitraje de Londres, u otras instancias de arbi-
traje ad hoc10. Esta situación evidencia un cambio o excepción al sistema clásico 
de la protección diplomática, según el cual es el Estado de la nacionalidad del 
particular afectado quien hace propio el reclamo frente al Estado incumplidor11 
y no el particular12 (Torreja Mateu, 2012: 317; Burgos-De la Ossa y Lozada-
Pimiento, 2009: 272).

Asimismo, los tbi presentan otro cambio o excepción al dip, dado que en 
numerosos acuerdos no se condiciona el proceso arbitral internacional al previo 
agotamiento de los recursos internos en el Estado demandado, como propone la 
doctrina Calvo13 (Herz, 2003: 13; Fernández Alonso, 2013: 46) (véase figura 214). 

9	 Son parte del Grupo Banco Mundial el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, la 
Asociación Internacional de Fomento, Corporación Financiera Internacional, el Organismo 
Multilateral de Garantía de Inversiones y el ciadi.

10	 Por ejemplo bajo el Reglamento de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (uncitral).

11	 En el régimen general de protección diplomática, la doctrina mayoritaria y el Proyecto 
de artículos sobre protección diplomática de la Comisión de Derecho Internacional de la 
Organización de Naciones Unidas, 2006, condiciona el ejercicio de ella a que el particular 
afectado tenga un vínculo de nacionalidad con el Estado reclamante, y que agote previa-
mente los recursos internos en el Estado incumplidor. Una parte minoritaria de la doctrina 
exige adicionalmente que el particular no haya contribuido con su conducta al hecho que le 
ha causado el daño (Torreja Mateu, 2012: 322).

12	 La protección diplomática es un derecho del Estado que la ejerce y las normas que la regulan 
son dispositivas, de allí la posibilidad de excepción total o aplicación parcial.

13	 Fach Gómez señala que varios tbi presentan una versión light de la cláusula Calvo, al per-
mitir pasar al arbitraje internacional una vez sometida la controversia a la jurisdicción do-
méstica, se puede pasar al arbitraje por vencimiento de plazo de tiempo determinado (Fach 
Gómez, 2010: 3).

14	 La figura 2 muestra que de los 275 tbi de Estados sudamericanos analizados en este trabajo, 
únicamente en 33 de ellos está presente la obligación de previo agotamiento de los recursos 
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Esta doctrina, elaborada en 1868 por el jurista argentino Carlos Calvo y recogida 
en varias constituciones latinoamericanas, se basa en los principios de igualdad 
soberana, no intervención y trato igualitario entre extranjeros y nacionales. Los 
Estados, como soberanos, tienen derecho a determinar libremente sus políticas 
internas y externas, sin injerencia extranjera, y dado que los extranjeros tienen 
iguales derechos a los nacionales, estos deben agotar todos los recursos de la juris-
dicción doméstica sin pedir la protección o intervención diplomática de su Estado 
de nacionalidad (Tamburini, 2002: 82).

En aquellos tbi que se prevé obligatoriamente el agotamiento previo de 
los recursos domésticos, no obstante, por el juego de la cláusula de la nación 
más favorecida (cnmf) contenida en la casi totalidad de los tbi celebrados en el 
mundo, puede eludirse dicha obligación15. Esta práctica se funda en el acceso 
al mejor trato que un Estado decide ofrecer a los inversores en el marco de otro 
acuerdo, en este caso, pasaje directo a la jurisdicción arbitral internacional. 
De acuerdo a Banifatemi, «a State is undeniably at liberty not to offer better 
treatment to other investors or not to enter into a most-favoured-nation clause. 
However, once it has freely embarked on both paths, it must abide by its obliga-
tions» (Banifatemi, 2009: 273).

Figura 2. tbi en Sudamérica que incluyen la obligación de previo agotamiento de los 
recursos internos. Comparación por Estado

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la unctad y Cancillerías. Actualizado al 31 de 
diciembre de 2015.
Nota: Para la elaboración de la figura se toman los tbi en vigor, salvo las excepciones de Brasil, 
Bolivia, Ecuador y Venezuela. En el caso de Brasil se incluyen los acuerdos firmados y no apro-
bados por el Congreso. Se toman los tbi en vigor al inicio del proceso de denuncia en Bolivia, 
Ecuador y Venezuela, en cada uno y en los demás Estados.

internos. Ambas cifras comprenden la duplicación de acuerdos entre Estados. Por ejemplo, 
el tbi entre Argentina y Bolivia es incluido tanto en las cifras correspondientes a Argentina 
como Bolivia. Excluyendo la duplicación, serían 32 de 255 acuerdos.

15	 A esta práctica se le denomina treaty shopping o cherry picking.
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En el caso Emilio Agustín Maffezini contra España (ciadi caso número 
arb/97/7)16, por primera vez un tribunal arbitral aplica la cnmf a los mecanismos 
de solución de controversias. En este caso, el demandante somete la controversia a 
partir del tbi entre Argentina y España cuyo artículo x numeral 3 establece que 
se puede pasar al arbitraje internacional: a) si en un plazo de dieciocho meses no 
hay sentencia en la jurisdicción doméstica; b) cuando haya decisión pero subsista 
la controversia; o c) por acuerdo de partes. En función de la cnmf del tbi en cues-
tión, el demandante solicita la aplicación de las disposiciones más favorables del 
tbi entre España y Chile. En el último acuerdo, luego de procurar obtener una 
solución amigable en un plazo de seis meses, la jurisdicción doméstica se presenta 
como una opción para el inversor, junto a la jurisdicción arbitral internacional: 
ciadi, mecanismo complementario del ciadi, tribunal arbitral ad hoc según el 
Reglamento de Arbitraje de la uncitral (artículo 10).

En este sentido, en la decisión sobre jurisdicción de fecha 25 de enero de 
200017, el tribunal considera que:

si un tratado con un tercero contiene disposiciones para la solución de contro-
versias que sean más favorables para la protección de los derechos e intereses 
del inversor que aquellos del tratado básico, tales disposiciones pueden exten-
derse al beneficiario de la cláusula de la nación más favorecida pues son ple-
namente compatibles con el principio ejusdem generis. Naturalmente que el 
tratado con el tercero tiene que referirse a la misma materia del tratado básico, 
sea esta la protección de inversiones extranjeras o la promoción del comercio, 
puesto que las disposiciones sobre solución de controversias se aplicarán en 
el contexto de estas materias; de otro modo se incurriría en contravención de 
dicho principio (párrafo 54)18.

En la acera contraria se encuentra el caso Plama Consortium contra 
Bulgaria (ciadi caso número arb/03/24), en el cual el tribunal arbitral entien-
de que la cnmf es aplicable únicamente a las cuestiones de fondo relativas a 
los mecanismos de solución de controversias, no así a las procesales. Siguiendo 
esta línea de interpretación restringida de la cnmf, en el caso Telenor Mobile 
Communications as contra Hungría (ciadi caso número arb/04/15), el tribunal 
arbitral reconoce la importancia de tener en cuenta las intenciones de las partes 
en el tbi de incluir o excluir el trato de nación más favorecida a determinadas 
cuestiones, esto es, la interpretación de la cláusula debe ser acorde a las limita-
ciones previstas en el propio acuerdo. 

16	 En el Anexo ii se encuentra un listado de todos los casos citados en este trabajo.
17	 Texto disponible en el sitio web del ciadi: <https://icsid.worldbank.org/>.
18	 Con este precedente, en oportunidades posteriores, otros tribunales arbitrales del ciadi ha-

cen lugar a la cnmf en relación a los mecanismos de solución de controversias, como ser: 
Gas Natural sdg sa Contra Argentina (ciadi caso número arb/03/10); Suez, Sociedad 
General de Aguas de Barcelona sa e InterAguas Servicios Integrales del Agua SA contra 
Argentina (ciadi caso número arb/03/17); National Grid plc contra Argentina (caso bajo 
el Reglamento de Arbitraje de la uncitral); Suez, Sociedad General de Aguas de Barcelona 
S.A. y Vivendi SA contra Argentina (ciadi caso número arb/03/19).
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2.4. El sistema tbi-ciadi como régimen internacional

El sistema tbi-ciadi puede ser analizado como un régimen internacional en 
función de las características descriptas en el punto anterior. En este sentido, es 
posible afirmar que las expectativas de los Estados integrantes convergen en la 
protección de inversiones que implica la existencia de uno o varios sistemas de so-
lución de controversias mediante tribunales arbitrales ad hoc, en caso de conflicto 
entre inversores y Estados. Los diferentes Estados pueden decidir integrar el régi-
men, siendo signatarios o adherentes al cw e iniciando la práctica de suscribir tbi, 
siempre que entiendan que las ganancias del sistema son mayores que las ganancias 
de permanecer fuera. Incluso pueden optar por el abandono del régimen, confor-
me al artículo 71 del cw y las cláusulas de terminación de los tbi en cuestión. 

Este régimen tiene como principio fundamental la promoción y protección 
de inversiones, principio del cual se desprenden normas generales que regulan el 
comportamiento de los actores (Estados e inversores), como la prórroga de juris-
dicción a favor del arbitraje internacional prevista en los tbi, siempre que el in-
versor vea vulnerados sus derechos. Asimismo, una serie de reglas, con regulación 
heterogénea, derivan de la anterior norma, a saber: 1) establecimiento de un perío-
do de enfriamiento, esto es, un período en el que las partes en el conflicto intentan 
resolver sus controversias de manera amigable19; 2) agotamiento de los recursos 
internos como una opción, no como obligación; 3) inapelabilidad de los laudos; 
4) cláusulas de ultractividad, en función de las cuales las disposiciones del tratado 
mantienen su vigencia durante un período determinado subsiguiente a su termi-
nación20; 5) cnmf aplicable a cualquiera de los anteriores, como regla reconocida 
en parte de la jurisprudencia del ciadi. Finalmente, todos los anteriores llevan a 
que los Estados emisores de inversión extranjera directa (ied) vean garantizadas 
las inversiones de sus empresas nacionales y los Estados receptores, cuenten con 
instrumentos que brinden certeza jurídica al inversor extranjero. 

Siguiendo la categorización del apartado 2.2, el sistema tbi-ciadi es un 
régimen de tipo: 1) formal, basado en la estructura institucional del organismo 
internacional y las disposiciones previstas en los tbi en relación a la materia; 2) 
condicional abierto, ya que los Estados interesados pueden solicitar su ingreso 
al ciadi e iniciar la práctica tendiente a la firma de tbi; 3) rule-oriented, puesto 
que las relaciones entre los miembros son efectivas y legítimas; 4) de comunidad 
de intereses, en el entendido que los integrantes compartes intereses en común, 
más allá de diferencias de tipo económico, político o cultural. 

A continuación, en el capítulo 3, se analizará la evolución del sistema tbi-
ciadi en Sudamérica, que desemboca en las tres posiciones en las que actualmen-
te se alinean los Estados de la región. Estas serán estudiadas con detenimiento en 
el capítulo 4, seleccionándose uno o más casos para cada una.

19	 Habitualmente el período se extiende por tres o seis meses desde que se plantea la 
controversia. 

20	 Según el tratado, este período puede ser de cinco, diez, quince o veinte años. 
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CAPÍTULO 3

Sistema tbi-ciadi y Estados sudamericanos:  
del «no de Tokio» a nuestros días

3.1. El «no de Tokio» 

Basados en la doctrina Calvo, en la reunión anual de la Junta de Gobernadores 
del Banco Mundial en setiembre de 1964 en Tokio, una serie de Estados latinoa-
mericanos (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República 
Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela (Boeglin, 2012)), 
junto a Irak y Filipinas votaron en contra del borrador preliminar del CW. Este 
hecho se conoce como el «no de Tokio» (Schreuer, 2009: 2-3; Fach Gómez, 
2010: 2; Boeglin, 2012).

Con la negativa de los mencionados Estados, el texto final del acuerdo es 
aprobado en 1965 y entra en vigor en 1966. No obstante, con el paso de los 
años el «no» se revertiría, al punto que a julio de 2015, todos los Estados del 
«no de Tokio» son parte del cw (véase figura 3), salvo Brasil (véase punto 4.3), 
México e Irak que nunca adhirieron, República Dominicana que adhirió pero 
no lo ratificó. Asimismo, el convenio es denunciado por Bolivia (denuncia notifi-
cada el 1 de mayo de 2007), Ecuador (denuncia notificada el 2 de julio de 2009) 
y Venezuela (denuncia notificada el 24 de enero de 2012)21, en todos los casos 
fueron efectivas seis meses después de su notificación, conforme al artículo 71 
del convenio (véase punto 4.4).

21	 Bolivia había adherido el 3 de mayo de 1991; Ecuador el 15 de enero de 1986; y Venezuela 
el 18 de agosto de 1993. Conforme al artículo 68 del CW, este entró en vigor para los men-
cionados Estados, un mes después del depósito del instrumento de adhesión. Esto es, 23 de 
junio de 1995; 15 de enero de 1986; y 2 de mayo de 1995 respectivamente. 
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Figura 3. Fechas de adhesión, depósito del instrumento de adhesión y entrada en vigor 
del Convenio de Washington por Estado sudamericano

Estado Adhesión
Depósito del  
instrumento  
de adhesión

Entrada en vigor

Argentina  21 de mayo de 1991 19 de octubre de 1994 18 de noviembre de 
1994

Bolivia 3 de mayo de 1991 23 de junio de 1995 23 de julio de 1995
Brasil - - -

Chile 25 de enero de 1991 24 de setiembre de 
1991 24 de octubre de 1991

Colombia 18 de mayo de 1993 15 de julio de 1997 14 de agosto de 1997
Ecuador 15 de enero de 1986 15 de enero de 1986 14 de febrero de 1986
Guyana 3 de julio de 1969 11 de julio de 1969 10 de agosto de 1969
Paraguay 27 de julio de 1981 7 de enero de 1983 6 de febrero de 1983
Perú 4 de setiembre de 1991 9 de agosto de 1993 8 de setiembre de 1993
Surinam - - -
Uruguay 28 de mayo de 1992 9 de agosto de 2000 8 de setiembre de 2000
Venezuela 18 de agosto de 1993 2 de mayo de 1995 1 de junio de 1995

Fuente: elaboración propia a partir de datos del CIADI

3.2. La década del noventa: clima propicio 

La década del noventa representa el momento de mayor auge de firma y 
ratificación de tbi y adhesión al cw en Sudamérica, aun en Estados tradicio-
nalmente partidarios de la doctrina Calvo (Costa, 2008a: 127). Al 1 de julio 
de 2015, tal es el caso de Argentina (18 de noviembre de 1994), Chile (24 de 
octubre de 1993), Colombia (14 de agosto de 1997), Guyana (10 de agosto 
de 1963), Paraguay (6 de febrero de 1983), Perú (8 de setiembre de 1993) y 
Uruguay (8 de setiembre de 2000). Finalmente, Brasil y Surinam nunca adhirie-
ron al mencionado tratado.

Una serie de factores generaron un clima propicio para la firma y ratificación 
de tbi y adhesión al cw, comenzando por las reformas de política económica 
promovidas por las organizaciones económicas internacionales en el marco del 
llamado Consenso de Washington. La agenda incluía 10 puntos: 1) Disciplina 
fiscal; 2) Reordenación de las prioridades del gasto público; 3) Reforma fiscal; 4) 
Liberalización financiera; 5) Tipo de cambio competitivo; 6) Liberalización del 
comercio; 7) Liberalización de la inversión extranjera directa; 8) Privatizaciones; 
9) Desregulación; 10) Derechos de propiedad asegurados (Martínez Rangel y 
Reyes Garmendia, 2012: 46-48; Fernández Alonso, 2013: 48-50; Bohoslavsky, 
2010: 18; Gianelli, 2012: 20).

En este marco, los tbi tienen como objetivo compensar los riesgos políticos o 
no comerciales, especialmente en países en desarrollo, evitando cualquier cambio 
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en la legislación nacional que sea factible de afectar tales inversiones y generando 
un clima de seguridad política para el inversor (De Azevedo, 2001: 4). Carlos 
Gianelli22, embajador de Uruguay en Estados Unidos y representante de Uruguay 
ante el ciadi en el caso Philip Morris, agrega que los tbi son usados como instru-
mentos de atracción de ied, con el fin de que los Estados en desarrollo se asegura-
ran recursos económicos. No obstante, al abandonarse la doctrina Calvo y obviarse 
el agotamiento de la jurisdicción doméstica como requisito previo para el acceso 
al arbitraje internacional, entiende que el sistema ha dejado de ser consistente para 
los Estados.

Por otra parte, el fracaso en la concreción del Acuerdo Multilateral de 
Inversión (ami) impulsado por la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (ocde) en 1995, que pretendía vincular incluso Estados 
no miembros de la organización, deriva en una mayor proliferación de tbi. Como 
muestra la figura 4, de los 275 acuerdos analizados, 226 son firmados en la dé-
cada de los noventa23. Se destaca particularmente el caso de Argentina, Estado 
con el mayor número de tbi en la región (55), 96 % de los cuales son firmados 
durante la década del noventa.

Figura 4. tbi en Sudamérica firmados en la década de los noventa.  
Comparación por Estado

Fuente: elaboración propia a partir de datos de la unctad y Cancillerías. Actualizado al 1 de julio 
de 2015. 
Nota: Para la elaboración de la figura se toman los tbi en vigor, salvo las excepciones de Brasil, 
Bolivia, Ecuador y Venezuela. En el caso de Brasil se incluyen los acuerdos firmados y no apro-
bados por el Congreso. Se toman los tbi en vigor al inicio del proceso de denuncia en Bolivia, 
Ecuador y Venezuela, en cada uno y en los demás Estados.

22	 Entrevista personal realizada el 3 de marzo de 2015 en Montevideo.
23	 Ambas cifras comprenden la duplicación de acuerdos entre Estados. Excluyendo la duplica-

ción, serían 207 de 255 acuerdos.
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Los tbi firmados siguen los estándares generales, conteniendo disposi-
ciones que regulan diversas áreas que pueden agruparse en: 1) Normas 
generales de trato de la inversión: alcance y definición de inversión, trato 
nacional, cnmf, trato justo y equitativo; 2) Protección de las inversio-
nes: garantías y compensaciones por expropiación, garantías de libre 
traspaso de fondos y transferencia de capitales y ganancias al exterior, 
prohibición o límites a los requisitos de desempeño; 3) Excepciones, 
modificaciones y terminación del tratado; 4) Solución de controversias: 
mecanismos de solución de controversias Estado-Estado e inversor-
Estado (Carrau y Valdomir, 2012: 49; Salacuse: 2010: 127-128).

En cuanto al último punto, los tbi de Estados sudamericanos presentan 
como mecanismos de solución de controversias más habituales el arbitraje en el 
ciadi (89 %), jurisdicción doméstica del Estado receptor (71 %), tribunal ad hoc 
según Reglamento de Arbitraje de la uncitral (63 %), el mecanismo comple-
mentario del ciadi (39 %) y arbitraje ad hoc (12 %) (véase figura 5).

Figura 5. Mecanismos de solución de controversias previstos en tbi en Sudamérica. 
Porcentajes en total de tbi analizados.

Fuente: elaboración propia a partir del texto de los acuerdos. Actualizado al 31 de diciembre 
de 2015.

Cabe destacar que el ciadi no es un tribunal internacional permanente, sino 
una organización internacional del Grupo Banco Mundial, que maneja una lista 
de árbitros y para cada caso concreto se compone un tribunal con la elección de 
un árbitro por cada una de las partes y otro por el Centro. Para que el ciadi en-
tienda en una controversia inversor-Estado es necesario que esta sea de natura-
liza jurídica, tenga una relación directa con una inversión entre un Estado parte 
y un nacional de otro Estado parte, y haber firmado una cláusula de prórroga de 

FDER_Bas_02_10_2017.indd   32 2/10/17   9:36 a.m.



Comisión Sectorial de Investigación Científica	 33

jurisdicción por escrito (artículo 25 del cw)24. Por tanto, «fueron los tbi los ins-
trumentos idóneos para que este consentimiento quedara manifestado, en tanto 
la mayoría de ellos incluye el arbitraje ante el ciadi como mecanismos para la 
resolución de disputas» (Costante, 2012: 77).

Sin embargo, siguiendo la tendencia internacional, la década del noventa no 
fue foco de un gran número de demandas contra los Estados sudamericanos25. 
Tomando el caso del ciadi, totalizaron nueve demandas, habiéndose registrado 
la primera el 26 de junio de 1996 por parte de la empresa Fedax nv con-
tra Venezuela (ciadi caso número arb/96/3), a partir del tbi entre Venezuela 
y Países Bajos. La segunda demanda se presenta el 17 de febrero de 1997, 
Compañía de Aguas del Aconquija SA y Vivendi Universal SA contra Argentina 
(ciadi caso número arb/97/3), invocando el tbi entre Argentina y Francia. En 
la figura 6 puede apreciarse el número de solicitudes de arbitraje contra Estados 
sudamericanos registradas por el Secretario General del ciadi por año, a partir 
de 1996, año en que se registra la primera solicitud26. En la figura 7 se muestra 
la cantidad de casos concluidos y pendientes para estos Estados.

24	 El Reglamento del mecanismo complementario para la administración de procedimientos 
por el Secretariado del ciadi prevé la posibilidad de que el Centro administre procedimientos 
fuera del ámbito de aplicación del cw. Esto es: 1) conciliación o arbitraje para la solución de 
controversias de carácter jurídico que surjan directamente de una inversión entre un Estado 
y un nacional de Estados que no sean parte del cw; 2) conciliación y arbitraje que no surjan 
directamente de una inversión, siempre que el Estado o el nacional sean parte del cw; 3) pro-
cedimientos de comprobación de hechos (artículo 2).

	 La posibilidad 1 es la que permite la presentación de cinco casos de arbitraje contra 
Venezuela por parte de empresas canadienses previamente a que Canadá sea parte del cw (1 
de diciembre de 2013). Esto son: Vannessa Ventures Ltd contra Venezuela (ciadi caso núme-
ro arb(af)/04/6); Gold Reserve Inc. contra Venezuela (ciadi caso número arb(af)/09/1); 
Nova Scotia Power Incorporated contra Venezuela (ciadi caso número arb(af)/11/1); 
Crystallex International Corporation contra Venezuela (ciadi caso número arb(af)/11/2); y 
Rusoro Mining Ltd contra Venezuela (ciadi caso número arb(af)/12/5).

25	 Los Estados demandados fueron Argentina (cinco demandas), Chile (1 demanda), Paraguay, 
(1 demanda), Perú (1 demanda) y Venezuela (1 demanda).

26	 Teniendo en cuenta todos los Estados del mundo, al 31 de diciembre de 2015, se registraron 
538 casos en el ciadi, según datos del propio Centro, 77 % del total de 696 casos de arbitraje 
inversor-Estado conocidos, según datos del Investment Hub de la unctad disponibles en: 
<http://investmentpolicyhub.unctad.org> [acceso 21/3/2016].
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Figura 6. ciadi: número de solicitudes de arbitraje contra Estados sudamericanos. 
Registro por año

A
ño

 

A
rg

en
tin

a

Bo
liv

ia

Ch
ile

Ec
ua

do
r

G
uy

an
a

Pa
ra

gu
ay

Pe
rú

U
ru

gu
ay

Ve
ne

zu
el

a

To
ta

l A
m

ér
ic

a 
de

l S
ur

To
ta

l M
un

do

1996 0 0 0 0 0 0 0 0 1 1 3
1997 2 0 0 0 0 0 0 0 0 2 10
1998 1 0 1 0 0 1 1 0 0 4 11
1999 2 0 0 0 0 0 0 0 0 2 10
2000 0 0 0 0 0 0 0 0 2 2 12
2001 3 0 1 1 1 0 0 0 0 6 14
2002 4 1 0 1 0 0 0 0 0 6 19
2003 17 0 0 1 0 0 2 0 0 20 30
2004 8 0 1 1 0 0 0 0 1 11 27
2005 4 0 0 2 0 0 0 0 1 7 26
2006 0 1 0 3 0 0 1 0 1 6 23
2007 5 1 0 0 0 2 1 0 3 12 36
2008 2 0 0 4 0 0 0 0 2 8 21
2009 1 0 0 1 0 0 0 0 2 4 25
2010 0 1 0 0 0 0 2 1 4 8 26
2011 0 0 0 0 0 0 4 0 10 14 37
2012 1 0 0 0 0 0 2 0 9 12 48
2013 0 0 0 0 0 0 0 0 1 1 40
2014 1 0 0 0 0 0 1 0 2 4 38
2015 2 0 0 0 0 0 0 0 0 2 50
Total 53 4 3 14 1 3 14 1 39 132 538

Fuente: elaboración propia a partir de información del ciadi. Actualizado al 31 de diciembre de 
2015.
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Figura 7. Estados sudamericanos demandados ante el ciadi:  
número de casos concluidos y pendientes

Fuente: elaboración propia a partir de información del ciadi. Actualizado al 31 de diciembre de 
2015.

De acuerdo a datos del Investment Hub de la unctad, considerando to-
dos los mecanismos de solución de controversias existentes, al cierre de 2015 
Argentina es el Estado que acumula mayor número de demandas de inver-
sores extranjeros, tanto en Sudamérica como mundialmente, con un total de 
5927. Es seguido por Venezuela (36)28, República Checa (33); España (29); 
Egipto (26), Canadá (25), México (23) y Ecuador (22) de un total 696 dispu-
tas conocidas29.

27	 Esto lleva a que otros Estados sudamericanos miren de cerca el caso argentino, aun si no 
han registrado demandas en su contra en el ciadi u otros foros, o se han registrado muy 
pocas, como es el caso de Colombia, de acuerdo a lo explicado por Angélica Guerra Barón, 
docente de Relaciones Internacionales de la Pontificia Universidad Javeriana de Colombia, 
entrevistada por Skype el 13 de noviembre de 2014. Cabe destacar que Colombia enfren-
ta su primera demanda en el ciadi de manos de la empresa Glencore International A.G. 
(Nationality Not Available), c.i. Prodeco S.A. (ciadi caso número arb/16/6, registrado el 
16 de marzo de 2016).

28	 Únicamente en el ciadi Venezuela tiene 39 casos entre pendientes y concluidos, por tanto se 
estima que esta cifra no contempla todas las controversias existentes. 

29	 Información disponible en: <http://investmentpolicyhub.unctad.org/ISDS/FilterByCountry> 
[acceso 21/3/2016].
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3.3. La primera década del siglo xxi en adelante: los cuestionamientos

La primera década del siglo xxi y los años siguientes se caracterizan por un 
importante aumento en el número de demandas contra los Estados de la región 
y el reclamo de cuantiosas indemnizaciones. A modo de ejemplo, en el Caso 
Occidental Petroleum Corporation y Occidental Exploration and Production 
Company contra Ecuador (ciadi caso número arb/06/11), el tribunal arbitral 
hace lugar a la solicitud de indemnización de casi 1800 millones de dólares. En 
el caso argentino el monto individual de los reclamos no llega a una cifra como 
la anterior, por ejemplo, en octubre de 2013 Argentina llega a un acuerdo con 
cinco empresas, por el pago de laudos de arbitrajes de inversiones en su contra 
por 677 millones de dólares, como se analizará en el punto 4.2.1.

Se destacan aquellas que cuestionan nueva legislación doméstica relativa 
a sectores sensibles como ser petróleo, gas y minería, energía eléctrica y otras 
fuentes de energía, aguas y servicios de saneamiento, finanzas, instrumentos de 
deuda, entre otros (véase figuras 8 y 9). 

Figura 8. Casos de arbitraje concluidos en el ciadi según sector económico

Fuente: elaboración propia a partir de datos del ciadi. Actualizado al 31 de diciembre de 2015.
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Figura 9. Casos de arbitraje pendientes en el ciadi según sector económico

Fuente: elaboración propia a partir de datos del ciadi. Actualizado al 31 de diciembre de 2015. 

Estos sectores involucran temas que no quedan exclusivamente en el ámbito 
económico, sino que desbordan hacia otras áreas del Derecho, como ser los de-
rechos humanos. En este sentido, Marta Vigevano30, docente de dip y Derechos 
Humanos de la Universidad de Buenos Aires, explica que actualmente existe 
una ampliación de la concepción de derechos humanos, generándose puntos de 
conexión con otras áreas, como ser la protección de inversiones.

Un ejemplo puede encontrarse en el caso cms Gas Transmission Company 
contra Argentina (ciadi caso número arb/01/8). Para paliar la crisis económica 
de 2001, el Gobierno Argentino tomó una serie de medidas, entre las cuales se 
destaca la Ley que deja sin efecto las cláusulas de ajuste en monedas extranjeras 
y las cláusulas basadas en parámetros internacionales, y «pesifican» los precios y 
tasas de los contratos públicos. Con base en el tbi Argentina-Estados Unidos, 
la empresa demanda al Estado ante el ciadi por entender que sus derechos son 
vulnerados al congelarse la tarifa de distribución del gas.

Si bien a priori puede parecer un caso exclusivamente relacionado con la 
protección de una inversión extranjera, la resolución de la controversia requiere 
una ponderación entre: 

la protección del derecho a la seguridad jurídica del inversionista extranjero, 
que exige un respeto a los derechos pactados contractual y legalmente; y el de 
la protección al derecho a la vivienda, que exige una congelación de las tarifas 
de servicios básicos esenciales, entre ellos del transporte y distribución del gas 
(Ricaurte Herrera, 2012: 182). 

No obstante, el tribunal arbitral ad hoc entendió que no correspondía la 
aplicación de tratados de derechos humanos (párrafo 121 del laudo).

30	 Entrevista personal realizada el 23 de octubre de 2014 en Buenos Aires.
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En este contexto, en la primera década del siglo xxi se generan movimientos 
en los Estados sudamericanos, que cuestionan la posición cuasi uniforme de los 
noventa en torno a los tbi y los sistemas de solución de controversias por ellos 
previstos. Los movimientos se consolidan en tres posiciones bien definidas: 1) 
Estados que mantienen en vigor los tbi y continúan siendo miembros del ciadi 
(Argentina, Chile, Colombia, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay); 2) 
Estados que no ratificaron ningún tbi ni el cw, por ende no son miembros del 
ciadi (Brasil); 3) Estados que iniciaron procesos de terminación de los tbi en 
vigor, por denuncia unilateral o no renovación, y denunciar el cw, con el conse-
cuente abandono del ciadi y propuesta de instancias de observación de la situa-
ción regional y foros de solución de controversias alternativos (Bolivia y Ecuador, 
y en menor medida, Venezuela) (síntesis de las posiciones en el Anexo iii). En el 
siguiente capítulo, estas posiciones serán objeto de análisis a la luz de teoría de 
los regímenes internacionales. 
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CAPÍTULO 4

Tres posiciones en Sudamérica ante los tratados 
bilaterales de inversión

4.1. Sistema tbi-ciadi: tipología de Estados 

Para el estudio de la situación actual de los Estados sudamericanos, este 
trabajo parte de la construcción de una tipología de Estados en función a su 
posición respecto al sistema tbi-ciadi, entendiéndolo como un régimen interna-
cional (véase capítulo 2). En vistas de lo anterior, los Estados se agrupan según 
sean miembros, externos o disidentes. En el caso de los miembros, sus expecta-
tivas convergen en la protección de inversiones, lo cual implica la existencia de 
mecanismos de solución de controversias, usualmente arbitraje ad hoc. Para inte-
grar el régimen, los Estados deben firmar o adherir cw y tbi con otros miembros. 

En segundo lugar, los externos son aquellos Estados que entienden que los 
beneficios recibidos una vez incorporado en el régimen, no son mayores ni igua-
les a los que se percibían antes de su incorporación y eligen permanecer fuera. 
Por consiguiente no firman, adhieren o ratifican el cw o tbi. Finalmente, los 
Estados pertenecientes al tercer tipo, los disidentes, formaron parte del régimen 
pero deciden abandonarlo conforme a lo dispuesto en el artículo 71 del cw y las 
cláusulas de terminación de los tbi. El proceso de abandono es motivado por la 
percepción de que los costos de permanecer en el régimen son mayores a los de 
estar fuera de este. 

A continuación se analiza el caso concreto de los Estados sudamericanos en 
aplicación de la tipología de Estados propuesta. Una síntesis de las principales 
características puede encontrarse en el Anexo iii. 

4.2. Los miembros. La situación de Argentina, Chile, Colombia, 
Guyana, Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay 

La primera categoría está integrada por Argentina, Chile, Colombia, 
Guyana, Paraguay, Perú, Surinam y Uruguay. Este grupo es heterogéneo, pero, 
en general, estos países siguen la tendencia a la firma y entrada en vigor de tbi 
y adhesión al cw. Al 1 de julio de 2015, Argentina tiene 55 tbi en vigor31, 

31	 tbi con Alemania, Argelia, Armenia, Australia, Austria, Bélgica y Luxemburgo, Bolivia, 
Bulgaria, Canadá, Chile, China, República de Corea, Costa Rica, Croacia, Cuba, Dinamarca, 
Ecuador, Estados Unidos, Egipto, El Salvador, España, Filipinas, Finlandia, Francia, 
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Chile: 4032, Colombia: 533, Guyana: 434, Paraguay: 2335, Perú: 3136, Surinam: 
137, y Uruguay: 2938. En los siguientes subapartados se realiza el estudio parti-
cular de tres Estados que presentan las características más destacadas del gru-
po: Argentina, Guyana y Surinam. En el capítulo 5, dedicado al caso Philip 
Morris Brand Sàrl (Suiza), Phil Morris Products SA (Suiza) y Abal Hermanos 
SA (Uruguay) contra Uruguay (ciadi caso número arb/10/7), se caracterizará la 
situación de Uruguay en relación a la controversia y a su condición de miembro 
del sistema tbi-ciadi.

4.2.1. Argentina: el Estado más demandado en el ciadi

El caso más destacable lo constituye Argentina, ya que se trata del Estado 
sudamericano con mayor número de tbi en vigor. De los 55 acuerdos celebra-
dos entre los años 1990 y 2000, 53 corresponden a la presidencia de Carlos 
Menem (1989-1999). Su celebración es motivada por el proceso privatizador, 
especialmente de los servicios públicos, la creencia ideológica en las ventajas 

Guatemala, Hungría, India, Indonesia, Israel, Italia, Jamaica, Lituania, Malasia, Marruecos, 
México, Nicaragua, Países Bajos, Panamá, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, República 
Checa, Rumania, Rusia, Senegal, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Tailandia, Túnez, Turquía, 
Ucrania, Venezuela, y Vietnam. Siguiendo la línea planteada en las figuras 1 y 2, se incluyen 
los tbi con Bolivia y Venezuela con distinto grado de avance en los procesos de denuncia.

32	 tbi con Alemania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica y Luxemburgo, Bolivia, China, 
República de Corea, Costa Rica, Croacia, Cuba, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, 
Filipinas, Finlandia, Francia, Grecia, Guatemala, Honduras, Islandia, Italia, Malasia, 
Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, República 
Dominicana, República Checa, Rumania, Suecia, Suiza, Ucrania, Uruguay, Venezuela. 
Siguiendo la línea planteada en las figuras 1 y 2, se incluyen los tbi con Bolivia, Ecuador y 
Venezuela con distinto grado de avance en los procesos de denuncia.

33	 tbi con China, España, India, Perú, Suiza.
34	 tbi con Alemania, China, República de Corea y Reino Unido.
35	 tbi con Alemania, Austria, Bélgica y Luxemburgo, Bolivia, Chile, República de Corea, 

Costa Rica, Cuba, El Salvador, España, Francia, Hungría, Italia, Países Bajos, Perú, 
Portugal, Reino Unido, República Checa, Rumania, Sudáfrica, Suiza, Taiwán, Venezuela. 
Siguiendo la línea planteada en las figuras 1 y 2, se incluyen los tbi con Bolivia y Venezuela 
con distinto grado de avance en los procesos de denuncia.

36	 tbi con Alemania, Argentina, Australia, Bélgica y Luxemburgo, Bolivia, Canadá, Chile, 
China, Colombia, República de Corea, Cuba, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, 
Finlandia, Francia, Italia, Japón, Malasia, Noruega, Países Bajos, Paraguay, Portugal, Reino 
Unido, República Checa, Rumania, Suecia, Suiza, Tailandia, Venezuela. Siguiendo la línea 
planteada en las figuras 1 y 2, se incluyen los tbi con Bolivia y Venezuela con distinto grado 
de avance en los procesos de denuncia.

37	 tbi con Países Bajos.
38	 tbi con Alemania, Armenia, Australia, Bélgica y Luxemburgo, Canadá, Chile, China, 

República de Corea, El Salvador, España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Hungría, 
Israel, Italia, Malasia, México, Países Bajos, Panamá, Polonia, Portugal, Reino Unido, 
República Checa, Rumania, Suecia, Suiza, Venezuela, Vietnam. Siguiendo la línea planteada 
en las figuras 1 y 2, se incluyen los tbi con Bolivia y Venezuela con distinto grado de avance 
en los procesos de denuncia.
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de una mayor apertura de la economía, la tendencia internacional a la firma de 
tbi impulsada por el Consenso de Washington, y la necesidad de contar con 
instrumentos jurídicos que brindaran mayor seguridad jurídica a los inversores 
extranjeros (Beltramino, 2010: 21). Es por este último punto, que la mayoría de 
los tbi que obligan a Argentina incluyen cláusulas de prórroga de jurisdicción a 
favor del arbitraje internacional, sin exigir el previo agotamiento de los recursos 
internos marcando un claro alejamiento de la tradicional doctrina Calvo39.

Sin embargo, son principalmente las empresas concesionarias de servicios 
públicos40, privatizadas en la década del noventa, las que inician procesos arbitra-
les contra Argentina a partir de los tbi celebrados en la misma década41, al verse 
afectadas por las medidas tomadas a partir de diciembre de 2001 para paliar la 
crisis económico-social. Se destaca la Ley de Emergencia Pública y Reforma del 
Régimen Cambiario (Ley 24.561 sancionada el 6 de enero de 2002), norma que 
deja sin efecto las cláusulas de ajuste en dólares u otras monedas extranjeras y las 
cláusulas basadas en parámetros internacionales, como ser los índices de precios 
de otros Estados, y «pesifica» los precios y tasas incluidos en contratos públicos 
(Fernández Alonso, 2013: 58, Ricaurte Herrera, 2012: 156).

Tomando en cuenta controversias dirimidas en el ciadi, al término de 2015 
Argentina tiene en su haber 51 demandas42, 37 de las cuales están directamente 
relacionadas con la crisis económico-social del 200143. En general, dichos recla-
mos se centran en la ausencia de trato justo y equitativo, trato menos favorable 
que el otorgado a inversores nacionales y expropiación indirecta, en función de 
la sanción de las mencionadas normas internas. Constituyen ejemplos de esta 
situación los casos Azurix Corp. (ciadi caso número arb/01/12, sector aguas y 
saneamiento, condena por 165,2 millones de dólares más intereses44), cms Gas 
Transmission Company (ciadi caso número arb/01/8, sector distribución de 
gas, condena por 133,2 millones de dólares más intereses45), Daimler Financial 

39	 Son 43 los tbi que no prevén el agotamiento previo de los recursos internos como condición 
para el pasaje al arbitraje internacional, 41 firmados durante la presidencia de Menem.

40	 Los principales sectores económicos involucrados son: petróleo y gas, energía eléctrica, 
aguas y saneamiento, informática y comunicaciones (particularmente telefonía).

41	 En particular el   mbmk con Estados Unidos, invocado en 17 de los 37 casos ante el ciadi, 
directamente relacionados con la crisis económico-social del 2001. En el total de demandas 
contra Argentina en el Centro (51), ya sean casos concluidos o pendientes, este tbi ha sido 
invocado en 20 oportunidades.

42	 Al 31 de diciembre de 2015, 36 casos están concluidos y 17 se encuentran pendientes de 
resolución.

43	 El 2003 es el año de mayor registro de casos contra Argentina: 17 de los 20 registrados 
contra Estados sudamericanos, y de los 30 registrados en total.

44	 Laudo de fecha 14 de julio de 2006. Argentina solicita la anulación de este, la cual es recha-
zada en su totalidad por decisión del Comité ad hoc del 1 de setiembre de 2009.

45	 Laudo de fecha 12 de mayo de 2005. Argentina solicita la anulación de este, la cual es acep-
tada parcialmente por decisión del Comité ad hoc del 27 de setiembre de 2007, sin afectar 
el monto indemnizatorio.
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Services ag (ciadi caso número arb/05/1, sector servicios financieros, laudo a 
favor de Argentina46).

En este contexto, en el año 2003 se produce un cambio estructural en el 
país una de cuyas premisas es el abandono de la política de negociación y ratifi-
cación de nuevos tbi. Únicamente se modifica el tratado con Panamá en 2004 y 
entra en vigor el tratado con Senegal en 2010 que tenía pendiente la ratificación 
de la nación africana47. De acuerdo a Carlos Bianco48, secretario de Relaciones 
Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de 
Argentina, el cambio de modelo parte de una posición ideológica distinta, ba-
sada en el desarrollo industrial e inclusión social. Si bien el gobierno de Cristina 
Fernández de Kirchner (2007-2015) es muy crítico de los resultados generados 
por los tbi y se ha discutido internamente la posibilidad de denuncia, no se ha 
avanzado en esta dirección. Por otra parte, Bianco destaca la «victoria política» y 
el «buen precedente» que significa el acuerdo de octubre de 2013, por el cual se 
cancela el pago, con bonos de jurisdicción argentina, a cinco empresas ganadoras 
de arbitrajes de inversiones contra Argentina49.

En suma, Argentina continúa renovando automáticamente los tbi en vigor 
y mantiene la membresía al ciadi, pero no firma ni ratifica nuevos tbi que in-
cluyan dentro de sus disposiciones, cláusulas relativas a la prórroga de jurisdic-
ción50, ultractividad y expropiaciones y compensaciones. Siguiendo la teoría de 
los regímenes internacionales, si bien Argentina se mantiene dentro del régimen, 
lo hace con restricciones que no implican el abandono de este.

No obstante, en la Cámara de Diputados se han presentado diversos pro-
yectos que sí proponen el abandono del régimen, ya sea mediante la denuncia 
del cw o los tbi en vigor o la declaración de nulidad absoluta de las mencionadas 

46	 Laudo original de fecha 22 de agosto de 2012. La empresa extranjera presenta una solicitud 
de anulación parcial del laudo, la cual es rechazada en su totalidad por decisión del Comité 
ad hoc del 7 de enero de 2015.

47	 El acuerdo es firmado en 1993 y ratificado por Argentina en 1994.
48	 Entrevista personal realizada el 22 de octubre de 2014 en Buenos Aires.
49	 El acuerdo transaccional es aprobado por la Resolución n.o 598/2013 del Ministerio de 

Economía y Finanzas Públicas de Argentina, de fecha 8 de octubre de 2013, y establece 
el pago 677 millones de dólares, con una quita del 25 % y suscripción de bonos argentinos 
de por los menos el 10 % a las empresas Azurix Corp. (ciadi caso número arb/01/12); cms 
Transmission Company (ciadi caso número arb/01/8); Continental Casualty Company (cia-
di caso número arb/03/9); Vivendi Universal SA y Compañía de Aguas del Aconquija SA 
(ciadi caso número arb/97/3); y National Grid plc (caso bajo el Reglamento de Arbitraje 
de la uncitral). Resolución recuperada el 8 de febrero de 2015 de: <http://infoleg.mecon.
gov.ar/infolegInternet/anexos/220000224999/221161/norma.htm>.

50	 En este punto resulta relevante la opinión de Javier Echaide, quien indica que a pesar que 
los riesgos de la prórroga de jurisdicción quedan evidenciados en su totalidad con el fallo 
del Juez del Estado de Nueva York, Thomas Griesa, en el caso de los fondos buitres (agosto 
2012), Argentina continúa renovando los 55 tbi en vigor, que incluyen las tres cláusulas in-
dicadas, y ha firmado otro tipo de acuerdos con cláusulas de prórroga de jurisdicción, como 
ser el acuerdo con el Club de París del 29 de mayo de 2014.
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normas51. En el primer caso, el fundamento está dado en dos aspectos: 1) las 
características de las cláusulas habitualmente incluidas en los tbi, en especial 
la cláusula de estabilidad, la cláusula paraguas y la cnmf52, y 2) la renuncia de 
soberanía relativa a la jurisdicción territorial de los tribunales nacionales, a fa-
vor del ciadi u otros tribunales arbitrales internacionales53. En el segundo caso, 
siguiendo a Costante (2012) se explica que, dado que los tbi tienen rango su-
pralegal pero infraconstitucional54, son absolutamente nulos al colisionar con las 
disposiciones constitucionales que prevén la jurisdicción de los tribunales loca-
les en todos los asuntos previstos en la Constitución argentina (1994), como ser 
contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación y arreglar el pago de la deuda 
interior y exterior de la Nación (artículos 75 incisos 4 y 755, 11656 y 11757).

Cabe destacar que, conforme al recorte temporal previsto, que fuera de esta 
investigación el análisis de la política del Gobierno de Mauricio Macri, el cual 
ha retomado la práctica de celebrar tbi. 

51	 En el primer grupo se encuentran, por ejemplo, los proyectos con número de trámite par-
lamentario 8 de 14 de marzo de 2011, 37 de 25 de abril de 2006, 3 de 3 de marzo de 
2006, 52 de 13 de mayo de 2000, mientras que en el segundo grupo se incluye, por ejem-
plo, el proyecto con número de trámite parlamentario 182 de 14 de diciembre de 2012. 
Los proyectos llevan la firma de diputados de los siguientes partidos políticos: Movimiento 
Proyecto Sur, Partido Socialista, Soberanía Popular, Emancipación y Justicia, Concertación 
Entrerriana, Sí por la Unidad Popular, GEN, o ari, según el caso.

52	 Es especialmente interesante el caso de la cnmf, dado que el tbi con Panamá prevé que 
«ninguna de las Partes Contratantes tomará directa o indirectamente medidas de expropiación 
o de nacionalización, ni ninguna otra medida similar» (artículo 3.o). Por efecto de la mencio-
nada cláusula, esta disposición sería aplicable a todos los tbi que Argentina tiene en vigor.

53	 En los 55 tbi en vigor que fueron analizados, los mecanismos de solución de controversias 
previstos son: el ciadi (51 tbi), tribunales arbitrales ad hoc según el Reglamento de Arbitraje 
de la uncitral (49), la jurisdicción doméstica (45), el mecanismo complementario del ciadi 
(42), otros (5).

54	 De acuerdo al artículo 74 inciso 22 de la Constitución argentina (1994), los tratados tienen 
rango supralegal pero infraconstitucional, salvo aquellos enumerados a texto expreso a los que 
se les otorga jerarquía constitucional. Estos son: la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo 
Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas; Convención sobre imprescriptibilidad de los crímenes de 
guerra y de los crímenes de lesa humanidad.

55	 Artículo 75. «Corresponde al Congreso: 4. Contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación. 
[…]; 7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación.»

56	 Artículo 116. «Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación, 
el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la 
Constitución […].»

57	 Artículo 117. «En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación según 
las reglas y excepciones que prescriba el Congreso (…).»
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4.2.2. Surinam y Guyana: casos especiales

Por su parte, la situación de Surinam y Guyana plantea diferencias en rela-
ción al resto de los Estados analizados en este grupo. Guyana cuenta con cuatro 
tbi en vigor, y adhiere al cw el 3 de julio de 1969, no siguiendo la tendencia del 
«no de Tokio» (véase punto 3.1). Este Estado ha sido demandado ante el ciadi 
en una única oportunidad en el año 2001 por la empresa financiera Booker plc 
(ciadi caso número arb/01/9), a partir del tbi Guyana-Reino Unido. El proce-
so bajo un único árbitro se declaró discontinuado a solicitud de partes, el día 11 
de octubre de 2003.

Sin embargo, el caso más especial es Surinam, Estado que sigue parcial-
mente la tendencia planteada en el punto 3.1. Si bien firma dos tbi en la década 
de los noventa, uno con Indonesia en 1995 y otro con Cuba en 1999, al 1 de 
julio de 2015, únicamente el tbi con Países Bajos se encuentra en vigor desde 
2006, habiendo sido firmado en 2005. A su vez, junto con Brasil son los únicos 
Estados sudamericanos que nunca adhirieron al cw.

4.3. Los externos. El caso de Brasil: ¿golpe de timón al tradicional 
rechazo al sistema tbi-ciadi?

El caso de Brasil es el más significativo en América del Sur. En 1994, con 
la adhesión al Convenio constitutivo del Organismo Multilateral de Garantía 
de Inversiones (Seúl, 1985), comienza la práctica de celebración de tbi, fir-
mando un total de 14 acuerdos (véase Anexo I), todos entre 1994 y 1999, ma-
yoritariamente durante la primera presidencia de Fernando Henrique Cardoso 
(1995-2002). El docente brasilero de dip, Adriano Smolarek58, entiende que 
tal práctica se debe a la adhesión del gobierno del momento a los mandatos del 
neoliberalismo, optando por una política exterior alineada a Estados Unidos y a 
las instituciones de Bretton Woods.

Seis de los tbi firmados llegan al Congreso brasilero59, y reciben apoyo de 
algunas de sus comisiones, por ejemplo la Comisión de Finanzas y Tributación, 
Comisión de Desarrollo Económico, Industria y Comercio, pero encuentran 
resistencia en la Comisión de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, de 
acuerdo a Ely Caetano Xavier Junior60, docente de Derecho Internacional de la 
Universidad Federal de Río de Janeiro. 

En marzo de 2002 es creado un Grupo de Trabajo Interministerial que de-
termina «la conveniencia de retirar dichos acuerdos del congreso, cuestión que se 
produjo en diciembre de 2002» (Actis, 2014: 23). De Azevedo (2001: 9) destaca 

58	 Entrevista por correo electrónico el 8 de noviembre de 2014.
59	 En 1996, los tbi con Suiza, Portugal, Chile y Reino Unido; y en 2000, con Francia y 

Alemania (De Azevedo, 2001: 6).
60	 Entrevista por correo electrónico el 21 de mayo de 2015. 
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que los inconvenientes para la aprobación de los tbi por parte del Congreso se 
centraron en que comprometen al Estado por períodos muy extensos, privilegian 
más al inversor extranjero en detrimento del nacional, y que pueden presentar 
problemas de constitucionalidad, por ejemplo en relación a la solución de con-
troversias en instancias internacionales de arbitraje61 y la libre transferencia de 
capitales puede presentar riesgos en la balanza de pagos. 

Siguiendo la teoría de los regímenes internacionales, dado que los Estados 
forman parte de un régimen siempre que perciban una reciprocidad de intereses 
o relación ganar-ganar, Brasil representa el caso de un actor que entiende que los 
beneficios recibidos una vez incorporado en el régimen, no son mayores ni iguales 
a los que se percibían antes de su incorporación y elige permanecer fuera. En este 
sentido, tanto el especialista brasilero en Derecho Internacional de las Inversiones, 
José Augusto Fontoura Costa62 como Adriano Smolarek coinciden en que hasta el 
momento todas las controversias entre inversores extranjeros y Brasil como Estado 
receptor son dirimidas en Brasil y en idioma portugués. Agrega el primero que in-
cluso en los contratos en los que el Estado es parte, se establece como obligatoria 
la aplicación del Derecho Interno Brasilero, especialmente en la Ley de Capital 
Extranjero (Ley 4131 de 1962) y su Decreto reglamentario (n.o 55.762 de 1965), 
y otras resoluciones del Banco Central de Brasil. 

Sin embargo, esta clara posición de rechazo a los tbi, se ve cuestionada por el 
hecho que el flujo de inversiones en Brasil ha dejado de ser exclusivamente unidi-
reccional para ser bidireccional, ya que varias empresas brasileras han comenzado 
a realizar inversiones fuera de fronteras, convirtiendo al país en receptor y emisor 
de ied63. De hecho, Ely Caetano Xavier Junior64 explica que muchas empresas 
brasileras estructuran sus operaciones en el exterior mediantes subsidiarias consti-
tuidas en los Países Bajos con el fin de poder ampararse en los tbi en vigor, entre 
otros factores que consideran favorables. Por ejemplo, el conflicto surgido por la 
nacionalización de las explotaciones de Petrobras en Bolivia en el año 200665, la 
inversión había sido realizada por la empresa holandesa Braspetro B.V., en el mar-
co del tbi Bolivia-Países Bajos66. 

61	 Particularmente colisionan con los siguientes artículos de la Constitución Brasilera (1988): 
1.1. «La República Federal del Brasil, formada por la unión indisoluble de los Estados y 
Municipios y del Distrito Federal, se constituye en Estado Democrático de Derecho y tiene como 
fundamentos: 1. la soberanía»; y 4.34. «Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier 
naturaliza, garantizándose a los brasileños y a los extranjeros residentes en el País la inviola-
bilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la prioridad, en los 
siguientes términos: (…) 34. la ley no excluirá de la apreciación del Poder Judicial la lesión o la 
amenaza de derechos.»

62	 Entrevista por correo electrónico el 25 de noviembre de 2014.
63	 De acuerdo al Ranking fdc de multinacionales brasileras, de los años 2013 a 2015, las 

empresas con mayor índice de transnacionalidad en dichos años son: jbs, Gerdau, Stefanini, 
Magnesita Refratários, Marfrig, Meltalfrío, Ibope, Odebrecht, Sabó, Minerva Foords, 
InterCement, Artecola, Fitesa, y czm.

64	 Entrevistado por correo electrónico el día 21 de mayo de 2015. 
65	 Establecida por el Decreto Supremo 28701 del 1 de mayo de 2006.
66	  Finalmente el conflicto tuvo resolución por vía diplomática.
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En este contexto, bajo la dirección de la Secretaría de Comercio Exterior 
del Ministerio de Desarrollo, Industria y Comercio, en 2014 se elabora un nue-
vo modelo de tratado de inversiones, el Acuerdo de Cooperación y Facilitación 
de Inversiones (acfi), como instrumento para brindar apoyo a las inversiones 
brasileras en el exterior67. José Augusto Fontoura Costa, explica que los acuer-
dos propuestos se deben a intereses sectoriales de Brasil en dichos países y a la 
percepción de fragilidad del marco jurídico en ellos existente en los Estados que 
reciben capitales brasileros68.

El nuevo modelo de tratado bilateral propone un sistema de prevención 
de controversias Estado-Estado basado en: 1) la existencia de Puntos Focales u 
Ombudsman en cada Estado para la prevención de disputas y facilitación de su re-
solución; 2) la conformación de un Comité Conjunto, compuesto por representan-
tes gubernamentales de ambos Estados, que se encarga de evaluar la controversia 
mediante consultas y negociaciones entre las partes, como requisito previo para 
el inicio de la vía arbitral69. De esta forma, los acfi resuelven parte de los proble-
mas que tradicionalmente atañen a los tbi, esto es, mitiga los riesgos y eventua-
les controversias con la presencia del Ombudsman; y elimina las típicas cláusulas 
draconianas que brindan mayores ventajas a los inversores extranjeros frente a los 
nacionales (Actis, 2015: 29), y no incluyen referencias al arbitraje inversor-Estado.

Al cierre de 2015, Brasil ha firmado seis acfi con Mozambique (30 de 
marzo de 2015); Angola (1 de abril de 2015); México (26 de mayo de 2015); 
Malaui (25 de junio de 2015); Colombia (9 de octubre de 2015); Chile (23 de 
noviembre de 2015). Están en etapa de negociación los acuerdos con Argelia, 
Marruecos, Nigeria, Perú, Sudáfrica y Túnez (Dietrich, 2015).

A pesar de este aparente golpe de timón, Brasil sigue sin dar paso respecto 
a la adhesión al cw. No obstante, Fontoura Costa señala que la adhesión: 

no presenta, per se, ningún potencial nocivo para los intereses nacionales y 
podría, representar una nueva alternativa para los inversores brasileros en el 
exterior, especialmente aquellos que se encuentran con marcos regulatorios 
inestables y riesgo político elevado (Costa, 2008b).

67	 Para un análisis más profundo del contexto y proceso de elaboración de los acfi, véase 
Morosini y Ratton Sanchez Badin (2015: 3).

68	 En la encuesta sobre los impactos de la política exterior en la internacionalización de las 
empresas brasileras, realizada por la Fundação Dom Cabral para el Ranking fdc de multina-
cionales brasileñas 2013, las empresas destacan como principales elementos que ayudan a la 
internacionalización la firma de acuerdos bilaterales de cooperación y comercio con África, 
América Latina y Asia (Fundação Dom Cabral, 2013: 14).

69	 Los acfi firmados con Angola, Malaui y Mozambique prevén que si las partes deciden so-
meterse al arbitraje, pueden hacer ante cualquier mecanismo de solución de controversias en 
materia de inversiones (artículos 15, 13 y 15 respectivamente). El acfi con México, además 
de lo anterior, agrega la posibilidad de crear un tribunal arbitral ad hoc que entienda en el 
caso (artículo 19).
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4.4. Los disidentes. El caso de Bolivia, Ecuador y Venezuela

Bolivia70, Ecuador71 y Venezuela72 son los primeros Estados en América 
del Sur y el mundo en abandonar el ciadi, notificando la denuncia del cw el 
1 de mayo de 2007, el 2 de julio de 2009 y el 24 de enero de 2012 respecti-
vamente73. Asimismo, inician un proceso de no renovación o denuncia de los 
tbi en vigor, especialmente en Bolivia y Ecuador, dado que Venezuela presen-
ta particularidades en cuanto a este aspecto. La situación de los tres Estados 
puede enmarcarse en el abandono de un régimen internacional, el sistema tbi-
ciadi, en el entendido de que los costos de permanecer en él son mayores a las 
alternativas externas.

4.4.1. Bolivia: el pionero

Como se indicara anteriormente, Bolivia es el primer Estado en denunciar 
la cw en 2007 y el que más ha avanzado al proceder a la terminación de la tota-
lidad de los tbi que se encontraban en vigor. No obstante, el retiro del sistema 
tiene antecedentes más remotos que llevan al comienzo de la primera década 
del siglo xxi con la llamada «Guerra del agua» en Cochabamba y la consecuente 
demanda de la empresa Aguas del Tunari SA (propiedad de la estadounidense 
Betchel) solicitando una indemnización por cincuenta millones de dólares (ciadi 
caso número arb/02/3). Asimismo, otros antecedentes están dados en el inicio 
del proceso de nacionalización de empresas privatizadas que gestionan recursos 
estratégicos en 2006, especialmente el sector de los hidrocarburos74; así como la 
demanda de la empresa eti Euro Telecom International nv en 2007 (ciadi caso 
número arb/07/28)75.

De acuerdo al activista boliviano e investigador del Centro para la 
Democracia, Aldo Orellana López76, son los reclamos ante tribunales interna-
cionales presentados por inversores extranjeros en función de las estatizaciones 
y la exigencia de compensaciones, en muchos casos sobredimensionadas e in-
justificadas, los que llevan a que el Estado boliviano comprenda que el sistema 
representa un «abuso a la soberanía» y decida abandonar el ciadi77. Dentro 

70	 Al inicio del proceso de denuncia, Bolivia cuenta con 21 tbi (véase Anexo I).
71	 Al inicio del proceso de denuncia, Ecuador tiene 26 tbi (véase Anexo I). 
72	 Al inicio del proceso de denuncia, Venezuela tiene 27 (véase Anexo I).
73	 De acuerdo al artículo 71 del cw, las denuncias son efectivas seis meses después de su 

notificación.
74	 El Decreto Supremo 28.701 del 1 de mayo de 2006, determina la nacionalización de toda 

la producción de petróleo y gas, la cual pasa a manos de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos.

75	 El proceso es suspendido por solicitud del actor, luego de haber acordado con el Estado el 
pago de 100 millones de dólares.

76	 Entrevista por correo electrónico el 11 de febrero de 2015.
77	 El retiro de Bolivia del ciadi es respaldado por una serie de organizaciones de la sociedad 

civil, quienes envían una carta a la Secretaría General de la organización, manifestando su 

FDER_Bas_02_10_2017.indd   47 2/10/17   9:36 a.m.



48	 Universidad de la República

de las razones para salirse de la organización, se destacan la incompatibilidad 
con la doctrina Calvo incorporada en la Constitución de 1967 vigente en ese 
momento; temas de procedimiento (conflictos de interés entre los actores y los 
árbitros, doble enjuiciamiento, jurisprudencia libre, forum shopping, treaty shop-
ping y cherry picking78); los altos costos de los procedimientos; la minoría de 
laudos a favor de los Estados; y los conflictos de interés en el Banco Mundial 
como propulsor de las políticas de ajuste estructural que llevaron a la privatiza-
ción de empresas que, al ser estatizadas, reclamaron cuantiosas compensaciones 
(Ministerio de Relaciones Exteriores y Cultos de Bolivia, 2008: 108-124).

En adición, se realizan cambios sustanciales en el Derecho Interno, como ser 
el artículo 320 inciso ii de la Constitución Política del Estado promulgada el 7 de 
febrero de 2009, último año de la primera presidencia de Evo Morales, que reza: 

toda inversión extranjera estará sometida a la jurisdicción, a las leyes y a las 
autoridades bolivianas, y nadie podrá invocar situación de excepción, ni apelar 
a reclamaciones diplomáticas para obtener un tratamiento más favorable. 

Esta norma se complementa con la disposición transitoria novena, la cual 
da un plazo de cuatro años desde la elección del nuevo Órgano Ejecutivo, 6 de 
diciembre de 2009, para renegociar o denunciar aquellos tratados, anteriores a 
la Constitución, que sean incompatibles.

El mandato constitucional deriva en la terminación de todos los tbi bo-
livianos79, ya sea por no renovación al vencimiento del plazo, o por denuncia 
unilateral por parte de Bolivia80. Ocho de los acuerdos entran en la primera 
categoría, entre ellos los tbi con Estados Unidos, España, Países Bajos y Suecia, 
y trece son denunciados colectivamente el 6 de mayo de 2013, entre ellos los 
tbi con Alemania, Argentina, Bélgica y Luxemburgo, Chile, China, Dinamarca, 
Ecuador, Francia, Perú, Reino Unido y Rumania81 (Orellana López, 2014). No 
obstante, debe tenerse en cuenta que en la gran mayoría de los casos, existen 

apoyo. La carta se encuentra disponible en el sitio web de Water Justice: <http://www.
waterjustice.org/pv.php?res=192> [acceso 24/2/2015].

78	 Se denomina forum shopping a la selección de uno o más foros de solución de controversias, 
aplicables al mismo caso, ya sea por contarse con más de una opción o por aplicación de la 
cnmf. Se denomina treaty shopping o cherry picking a la práctica de selección de disposicio-
nes entre diferentes tbi, en función de la cnmf.

79	 Asimismo, el 7 de diciembre de 2009 Bolivia denuncia unilateralmente el tlc con México 
firmado el 10 de septiembre de 1994 (Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación 
Económica (ace) en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración, número 31), 
el cual contiene un capítulo de inversiones contrario a la nueva Constitución Política del 
Estado. La denuncia tiene plenos efectos a partir del 7 de junio de 2010. El ace 31 es susti-
tuido por el ace 66, firmado el 16 de mayo de 2010, en vigor desde el 7 de junio del mismo 
año. El ace 66 mantiene el tratamiento arancelario del ace 31 y no contiene disposiciones 
relativas a arbitraje internacional de inversiones. 

80	 El proceso de no renovación y denuncia se realiza desde la estructura institucional del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Cultos, actuando en conjunto con la Procuraduría 
General del Estado, órgano encargado de los casos de arbitraje internacional de inversiones 
contra el Estado boliviano. 

81	 Se gestionó, sin éxito, información oficial sobre la fecha de denuncia de los restantes acuerdos.
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cláusulas de ultractividad que determina las disposiciones del tbi se mantienen 
en vigor por cinco, diez, quince o veinte años más, para aquellas inversiones rea-
lizadas con anterioridad a la notificación de terminación82.

Dado que los procesos jurídico-institucionales y sociales internos, evidencian 
marcadas diferencias en cada Estado, en este punto se opta por analizar la situa-
ción particular de cada uno de los tres Estados que conforman el presente grupo.

4.4.2. Ecuador: un proceso con auditoría ciudadana

En el caso de Ecuador, el proceso de abandono del régimen internacional da 
inicio en enero de 2008 con la notificación de denuncia de nueve tbi, aquellos 
a partir de los cuales no se habían registrado inversiones recíprocas, esto es, los 
tratados celebrados con Cuba, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, 
Paraguay, República Dominicana, Rumania y Uruguay (Guerra, 2012: 43).

En lo que refiere a los restantes acuerdos, con la nueva Constitución en 
vigor (2008) y con base en fundamentos neoconstitucionalistas, se lleva a cabo 
un procedimiento que da intervención a la Corte Constitucional y la Asamblea 
Nacional. El procedimiento se compone por las siguientes etapas: 1) Oficio de la 
Presidencia a la Corte Constitucional solicitando que se pronuncie sobre la de-
nuncia; 2) Dictamen de la Corte Constitucional; 3) Oficio de la Presidencia a la 
Asamblea Nacional solicitando la denuncia; 4) Informe de la Comisión especia-
lizada permanente de soberanía, integración, relaciones internacionales y segu-
ridad integral de la Asamblea Nacional (Comisión especializada); 5) Resolución 
del Pleno de la Asamblea Nacional; 6) Notificación escrita de la denuncia a la 
contraparte en el tbi.

Si bien en todos los casos hay recomendación de denuncia por parte 
de la Comisión especializada, la mayoría de ellos no han pasado al Pleno de 
la Asamblea Nacional. Únicamente se llega a la última etapa en el tbi con 
Finlandia83. En este marco, Michel Leví Coral84, coordinador del Centro 
Andino de Estudios Internacionales de la Universidad Andina Simón Bolívar, 
quien fuera convocado por la Asamblea Nacional para dar su opinión sobre la 
posible denuncia de los tbi con Alemania y Reino Unido, plantea que hubiera 
sido más lógico renegociar los acuerdos con las contrapartes en vez de proce-
der directamente a la denuncia.

82	 El tbi con Italia presenta una cláusula de ultractividad por un período de cinco años. En el 
caso de los tbi con Austria, Bélgica y Luxemburgo, República de Corea, Cuba, Dinamarca, 
Ecuador, Estados Unidos, España, Francia, Paraguay y Suiza contienen cláusulas de ultrac-
tividad por un período de diez años. Las cláusulas de los tbi con Argentina, Chile, Países 
Bajos y Perú son por quince años. Finalmente, los tbi con Alemania, Reino Unido y Suecia 
contienen cláusulas de ultractividad de veinte años. 

83	 Se notifica la denuncia a la contraparte el 23 de noviembre de 2010.
84	 Entrevista personal realizada el 21 de julio de 2014 en Quito.
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Cabe destacar que, si bien se ha procedido a la denuncia de 10 tbi, en la 
mayoría de estos acuerdos, existen cláusulas de ultractividad, por tanto se ex-
tiende la vigencia de sus disposiciones por cinco, diez o quince años85.

Por otra parte, en mayo de 2013 Ecuador da un paso más al crear la 
Comisión para la Auditoría Integral Ciudadana de los Tratados de Protección 
Recíproca de Inversiones y del Sistema de Arbitraje Internacional en Materia 
de Inversiones (caitisa) (Decreto Ejecutivo 1506, 6 de mayo de 2013). La 
caitisa está formada por cuatro expertos o investigadores en materia de inver-
siones y Derecho Internacional, provenientes de la sociedad civil con sus res-
pectivos suplentes, y cuatro representantes del Estado: el Secretario Nacional 
de Planificación y Desarrollo, la Secretaria Nacional de Gestión de la Política, 
el Secretario General Jurídico de la Presidencia de la República y el Ministro 
de Relaciones Exteriores (artículo 6.o). La mencionada Comisión tiene como 
funciones analizar los tbi y otros instrumentos internacionales relativos a inver-
siones que obliguen a Ecuador, así como las normas de arbitraje internacional y 
los casos contra el Estado (artículo 3.o)86.

El especialista en dip y exvicepresidente de la caitisa, Javier Echaide87, 
indica que los motivos esgrimidos por Ecuador para denunciar los tbi y el cw 
se basan en: 1) la incompatibilidad con disposiciones de la Constitución de 
2008, principalmente en lo que refiere al establecimiento de una jurisdicción 
distinta a la doméstica en materia de controversias con inversores extranjeros88; 
2) la necesidad de dar pasos en relación a la protección de los derechos de la 
naturaleza, con consagración constitucional por primera vez en la historia de 

85	 Los tbi con Italia y República Dominicana contienen cláusulas de ultractividad por un pe-
ríodo de cinco años. En el caso de los tbi con Bolivia, Chile, China, Cuba, Estados Unidos, 
El Salvador, España, Finlandia, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Paraguay, Perú, Rumania, 
Suiza y Venezuela contienen cláusulas de ultractividad por un período de diez años. Los tbi 
con Alemania, Argentina, Canadá, Francia, Países Bajos, Reino Unido y Suecia presentan 
cláusulas de ultractividad de quince años. Finalmente, el tbi con Uruguay es la excepción, al 
no contener cláusulas en este sentido.

86	 Si bien el mandato original de la Comisión preveía su actuación hasta diciembre de 2014, 
la caitisa continuó trabajando hasta mayo de 2015. El informe final fue entregado al pre-
sidente Rafael Correa el día 8 de mayo de 2017, haciéndose público en el sitio web de la 
Comisión: <http://www.caitisa.org/index.php/noticias/boletines/informeejecutivo> [acce-
so 1/8/2017]. Dada la fecha, su análisis excede el recorte temporal de esta investigación. 

87	 Entrevista personal realizada el 16 de octubre de 2014 en Buenos Aires.
88	 Artículo 422 de la Constitución de Ecuador (2008): «No se podrá celebrar tratados o 

instrumentos internacionales en los que el Estado ecuatoriano ceda jurisdicción soberana a 
instancias de arbitraje internacional, en controversias contractuales o de índole comercial, entre 
el Estado y personas naturales o jurídicas privadas. Se exceptúan los tratados e instrumentos 
internacionales que establezcan la solución de controversias entre Estados y ciudadanos en 
Latinoamérica por instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación 
de los países signatarios. No podrán intervenir jueces de los Estados que como tales o sus 
nacionales sean parte de la controversia. En el caso de controversias relacionadas con la deuda 
externa, el Estado ecuatoriano promoverá soluciones arbitrales en función del origen de la 
deuda y con sujeción a los principios de transparencia, equidad y justicia internacional.»
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Ecuador89; 3) aspectos conyunturales, especialmente las controversias con las 
empresas Occidental Petroleum Corporation y Occidental Exploration and 
Production Company (ciadi caso número arb/06/11) y Chevron Corporation 
& Texaco Petroleum Company (cpa caso número 2007-2); 4) las afectaciones 
indirectas de los casos que se dirimen en jurisdicciones diferentes y genera 
problemas al Estado.

En relación a las demandas, conforme a las declaraciones de Osvaldo 
Guglielmino, exprocurador del Estado de Argentina y miembro de la caitisa, 
Ecuador ha recibido demandas reclamando una suma total de aproximadamente 
19.500 millones de dólares, pero solo fue condenado a pagar 2.500. Asimismo, 
por concepto de honorarios de abogados se han pagado 118 millones de dólares, 
y 12 millones por gastos de los tribunales arbitrales (El Telégrafo, 2014).

En este marco, desde 2009 Ecuador impulsa la creación de una institución re-
gional de solución de controversias en materia de inversiones, el Centro de solución de 
controversias en materia de inversiones de la unasur. Si bien este foro implica realizar 
una prórroga de jurisdicción a su favor, esta se encuentra contemplada dentro de la 
Constitución ecuatoriana (2008) al exceptuarse de la regla general

 los tratados e instrumentos internacionales que establezcan la solución de 
controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica por instancias ar-
bitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación de los países 
signatarios (artículo 422).

El texto resultante de la reunión de agosto de 2013 relativa al Acuerdo 
constitutivo del Centro de solución de controversias en materia de inversiones de 
la unasur al cual se tuvo acceso, establece como competencia del centro la reso-
lución de controversias inversor-Estado y controversias entre Estados mediante 
facilitación, conciliación y arbitraje (artículos 2.1 y 13). Asimismo, el artículo 
10 establece la facultad del Estado de exigir el agotamiento previo de la juris-
dicción doméstica para someter una controversia inversor-Estado a conciliación 
o arbitraje. La facultad debe ser ejercida al momento de otorgar la prórroga de 
jurisdicción a favor del Centro, contenida en un tratado, contrato, declaración 
específica u otros actos jurídicos (artículo 5.o)90. Si bien no es un regreso comple-
to a la doctrina Calvo, se percibe un claro respeto a la soberanía estatal al darle 
al Estado tal posibilidad de elección.

Si bien el Grupo de Trabajo de Expertos de Alto Nivel concluyó, a nivel téc-
nico, la elaboración del texto del acuerdo constitutivo en noviembre de 201491, 
dicho texto continúa siendo objeto de negociación a nivel político, según lo indi-

89	 Capítulo séptimo, artículo 71 a 74.
90	 Estos instrumentos pueden ser: tratados bilaterales de inversión, capítulos dedicados a in-

versiones en acuerdos multilaterales o tratados de libre comercio, leyes internas de inversión, 
contratos entre inversores y Estados, entre otros.

91	 Según datos de la Cancillería Ecuatoriana, disponible en: <http://www.cancilleria.gob.ec/
expertosdeunasurconsolidantextoparalacreaciondelcentrodesoluciondecontroversiasenma-
teriadeinversiones/> [acceso 2/2/2015].
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cado por Carlos Bianco, Secretario de Relaciones Económicas Internacionales 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Argentina92.

De acuerdo a Alberto Villarreal93, coordinador del Área de Comercio e 
Inversiones de la organización no gubernamental Redes Amigos de la Tierra 
Uruguay, el texto del acuerdo constitutivo que está bajo negociación dista mu-
cho de la propuesta inicial de Ecuador. Este implica una leve mejora respecto 
al sistema internacional ya existente, quedándose en una mera «reforma cos-
mética» y no la «reforma radical» que el sistema requiere, esto es, exigencia del 
agotamiento de la jurisdicción doméstica; existencia de un tribunal permanen-
te, no tribunales arbitrales ad hoc; incorporación de un concepto restringido 
de inversión; exclusión de los tbi de las cláusulas de expropiación indirecta y 
trato justo y equitativo. 

4.4.3. Venezuela: en defensa de la soberanía y los recursos estratégicos

Venezuela formaliza la denuncia del cw el 24 de enero de 2012. En un 
comunicado fechado al día siguiente, el Ministerio del Poder Popular para 
Relaciones Exteriores, alega cuatro motivos: 1) la adhesión del Estado a dicho 
tratado se da en 1993, en el marco de un proceso de «desmantelamiento de 
la soberanía nacional venezolana» por parte de un gobierno débil que actuaba 
bajo presión de las empresas transnacionales94; 2) la Constitución de 1999 
contiene disposiciones que van contra el tratado, ya que en su artículo 151 
indica que las controversias suscitadas sobre contratos de interés pública debe 
ser resuelta por la jurisdicción nacional, aun cuando no exista una cláusula 
contractual expresa que así lo indique95; 3) la jurisdicción del ciadi ha laudado 
232 de 234 veces en contra de los Estados; 4) la defensa de la soberanía na-
cional, en el marco de la cual se continuará trabajando, en especial en relación 
a la propiedad de activos estratégicos96.

92	 Información recibida por correo electrónico el 31 de marzo de 2015.
93	 Entrevista personal realizada el 5 de febrero de 2015 en Montevideo.
94	 De acuerdo a Mezgravis (2012), la denuncia del cw es una mala decisión jurídica «porque 

estar fuera del ciadi no va a garantizar que Venezuela no siga siendo demandada», y cues-
tiona que se trate de una acción tendiente a la protección de la soberanía nacional, puesto 
que «cuando 146 países son miembros de un sistema como el ciadi, no es posible pensar que 
todos han renunciado a su soberanía».

95	 Artículo 151 de la Constitución Venezolana de 1999: «En los contratos de interés público, si 
no fuere improcedente de acuerdo con la naturaleza de los mismos, se considerará incorporada, 
aun cuando no estuviere expresa, una cláusula según la cual las dudas y controversias que 
puedan suscitarse sobre dichos contratos y que no llegaren a ser resueltas amigablemente 
por las partes contratantes, serán decididas por los tribunales competentes de la República, 
de conformidad con sus leyes, sin que por ningún motivo ni causa puedan dar origen a 
reclamaciones extranjeras».

96	 Texto completo del comunicado disponible en el sitio web del Ministerio del Poder Popular 
para las Relaciones Exteriores de Venezuela, disponible en: <http://www.mre.gov.ve/index.
php?option=com_content&view=article&id=18939:mppre&catid=3:comunicados&Item
id=108> [acceso 2/2/2015].
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La intención de llevar a cabo dicha denuncia había sido previamente anun-
ciada, junto con la afirmación de que no se dará cumplimiento a ningún lau-
do del ciadi, por el entonces presidente, Hugo Chávez, en su programa «Aló 
Presidente» número 376, del 8 de enero de 201297. Este proceso se da en el mar-
co de un creciente número de cuantiosas demandas ante el ciadi, 27 casos contra 
Venezuela hasta la fecha de la denuncia. Se destacan los casos presentados por 
las empresas ante el ciadi: Venezuela Holdings bv, Mobil Cerro Negro Holding 
Ltd., Mobil Venezolana de Petróleos Hondings Inc., Mobil Cerro Negro Ltd. 
y Mobil Venezolana de Petróleos Inc. (ciadi caso número arb/07/27, sector 
petróleo y gas, proceso de anulación pendiente98); ConocoPhillips Petrozuata 
bv, ConocoPhillips Hamaca bv y ConocoPhillips Gulf of Paria bv (ciadi caso 
número arb/07/30, sector petróleo y gas, pendiente99); Gold Reserve Inc. (cia-
di caso número arb(af)/09/1, sector minería, concluido con una condena por 
740 millones de dólares100); y Crystallex International Corporation (ciadi caso 
número arb(af)/11/2, sector minería, pendiente). 

En otro foro, la cci, son de interés los casos Mobil Cerro Negro Ltd. (cci 
caso número 15416/jrf, sector petróleo y gas, concluido con una condena de 
907,6 millones de dólares101) y Phillips Petroleum Company Venezuela Ltd. y 
ConocoPhillips Petrozuata bv (cci caso número 16848/jrf/ca, sector petróleo 
y gas, concluido con condena de 66,9 millones de dólares más intereses102).

En cuanto a los tbi, Venezuela presenta diferencias a los demás integrantes 
de este grupo, puesto que solamente ha denunciado el tratado con Países Bajos 
el 1 de noviembre de 2008. Hasta esa fecha, de los 11 casos registrados en el 
ciadi contra Venezuela, 6 correspondían a demandas basadas en el mencionado 

97	 Disponible en: <https://www.youtube.com/watch?v=dD6DzX7OW1w> [acceso 26/1/2015].
98	 Por el laudo de fecha 9 de octubre de 2014, se condena al Estado al pago de una indem-

nización por tres conceptos diferentes relativos a proyectos petroleros. Específicamente, se 
trata de 1411,7 millones de dólares por concepto de indemnización por la expropiación en 
el Proyecto Cerro Negro y 9042,5 millones de dólares adicionales por concepto de indem-
nización por las reducciones en la producción y las exportaciones impuestas a dicho proyecto 
durante 2006 y 2007; y finalmente, 179,3 millones de dólares por concepto de indemni-
zación por la expropiación en el Proyecto La Ceiba, más intereses en todos los casos. Para 
los dos primeros montos, el tribunal toma en cuenta la declaración de los inversores de estar 
dispuestos a realizar los rembolsos requeridos a Petróleos de Venezuela SA, de modo de evi-
tar la doble compensación (párrafo 404). La solicitud de proceso de anulación es registrada 
el 9 de febrero de 2015 y al 28 de febrero de 2015, el proceso se encuentra pendiente.

99	 El monto reclamado por los inversores extranjeros se estima que alcanza a aproximadamente 
30 mil millones de dólares (Boué, 2014: 42). Si bien la decisión sobre jurisdicción y fondo 
del asunto es de fecha 3 de setiembre de 2012, y en ella se hace lugar a la pretensión de la 
empresa en relación al incumplimiento de Venezuela de la obligación de negociar de buena fe 
a los efectos de determinar, en función del valor de mercado, la compensación por expropia-
ción (artículo 6 literal c del tbi Venezuela-Países Bajos), las demás cuestiones se considerarán 
en una fase posterior (párrafo 404).

100	 Laudo de fecha 22 de setiembre de 2014.
101	 Laudo de fecha 23 de diciembre de 2011, apartado p.
102	 Laudo de fecha 17 de setiembre de 2012, párrafo 333.
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tratado103. Sin embargo, por el efecto de la cláusula de ultractividad del artículo 
14 numeral 3, que establece que las restantes disposiciones continúen en vigor 
durante quince años más (hasta el año 2023), 6 nuevos casos fueron presentados 
en el ciadi al 31 de diciembre de 2015. Los demás tbi también presentan cláu-
sulas por períodos de cinco, diez o quince años según el caso104.

La reforma del sistema venezolano de promoción y protección de inversio-
nes ha dado otro paso el 17 de noviembre de 2014 con la sanción de la nueva 
Ley de inversiones extranjeras (Decreto 1438 con rango, valor y fuerza de ley), 
la cual entra en vigor al día siguiente con su publicación en la Gaceta Oficial. 
Esta norma reafirma que las inversiones extranjeras están sujetas a la jurisdicción 
de los tribunales domésticos conforme a las disposiciones constitucionales, y 
agrega la posibilidad de hacer uso de los mecanismos de solución de controver-
sias previstos en el marco de los procesos de integración de Latinoamérica y el 
Caribe (artículo 5.o). Este último punto presenta similitudes al Derecho Interno 
Ecuatoriano (artículo 422 de la Constitución de 2008). 

Finalmente, cabe destacar que Venezuela también ha impulsado la creación 
de instancias de estudio y discusión de la temática en la región. En este sen-
tido, el 10 de setiembre de 2014 se constituye el Observatorio del Sur sobre 
Inversiones y Transnacionales, en el seno de la II Conferencia Ministerial de 
Estados Afectados por Intereses Transnacionales desarrollada en Caracas. 

En la conferencia participan Ecuador, República Dominicana, Cuba, 
Bolivia, San Vicente y las Granadinas y Venezuela (Estados suscriptores de la 
I Conferencia Ministerial de Estados Afectados por Intereses Transnacionales 
celebrada en Guayaquil, el 22 de abril de 2013105), representantes de Guatemala, 
El Salvador, Argentina, México y Honduras (Estados observadores), y Antigua 
y Barbuda, Granada, Uruguay106, Angola, Argelia, Barbados, Qatar, Chile, 
Colombia, Indonesia, Jamaica, Laos, Malasia, Namibia, Palestina, Paraguay, 
Perú, Zimbabwe, Costa Rica, Panamá, India y Rusia (Estados invitados).

103	 Entre ellos los mencionados Venezuela Holdings BV, Mobil Cerro Negro Holding Ltd., 
Mobil Venezolana de Petróleos Hondings Inc., Mobil Cerro Negro Ltd. y Mobil Venezolana 
de Petróleos Inc. (ciadi caso número arb/07/27); y ConocoPhillips Petrozuata bv, 
ConocoPhillips Hamaca bv y ConocoPhillips Gulf of Paria bv (ciadi caso número arb/07/30).

104	 Los tbi con Italia y Portugal tienen cláusulas de ultractividad de cinco años. En el caso de 
los tbi con Argentina, Barbados, Bélgica y Luxemburgo, Bielorrusia, Costa Rica, Cuba, 
Dinamarca, Ecuador, España, Irán, Paraguay, República Checa, Rusia, Suiza, Uruguay y 
Vietnam presentan cláusulas por un período de diez años. Por último, la ultractividad pre-
vista en los tbi con Alemania, Chile, Francia, Lituania, Países Bajos, Perú, Reino Unido y 
Suecia es de quince años.

105	 El texto completo de la declaración de la I Conferencia puede encontrarse en: <http://
cancilleria.gob.ec/wp-content/uploads/2013/04/22abr_declaracion_transnacionales_esp.
pdf > [acceso 23/1/2015]. Además de los Estados suscriptores, participan como invitados: 
Argentina, Guatemala, El Salvador, Honduras y México.

106	 Uruguay se incorpora como Estado observador en la ii Conferencia (punto 6 de la 
declaración).
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En la I Conferencia se establecieron como objetivos del observatorio, entre 
otros, dar cuenta de las controversias internacionales en materia de inversiones; 
identificar procedimientos de monitoreo de los foros internacionales de arbitraje 
en materia de inversiones; analizar y proponer una reforma a los foros existentes; 
analizar y apoyar la creación de mecanismos alternativos de solución de dispu-
tas inversor-Estado; ser un foro de intercambio para expertos en controversias 
de inversiones de los países del Sur; promover mecanismos de coordinación y 
consulta entre los sistemas judiciales latinoamericanos; elaborar un compendio 
de normativa, políticas y tratados internacionales relativos a la materia en pro 
de la adopción de estrategias conjuntas; analizar y crear estrategias conjuntas 
por parte de los Estados; examinar y asesorar a los Estados en relación a los 
contratos comerciales y de inversiones con empresas transnacionales; establecer 
mecanismos de interlocución con movimientos sociales. En definitiva, el ob-
servatorio busca constituirse como una «plataforma de generación de debates, 
discusiones, reflexiones e intercambio de conocimientos y experiencias en ma-
teria de inversiones entre los países del Sur» (punto 3 de la Declaración de la II 
Conferencia107).

107	 El texto completo de la declaración de la II Conferencia puede encontrarse en: <http://rcci.
net/globalizacion/2014/fg1896.htm> [acceso 25/1/2015].
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CAPÍTULO 5

Uruguay ante el caso Philip Morris

5.1. Uruguay en el sistema tbi-ciadi

Este capítulo tiene como fin el estudio del caso Philip Morris Brand Sàrl 
(Suiza), Philip Morris Products SA (Suiza) y Abal Hermanos SA (Uruguay) con-
tra Uruguay (ciadi caso número arb/10/7), dada su trascendencia al constituir 
la primera demanda contra Uruguay por parte de un inversor extranjero y el pri-
mer arbitraje de inversiones cuyo objeto son las medidas de control del tabaco. 
La segunda demanda contra Uruguay fue registrada el 24 de marzo de 2016 por 
la Secretaria General del ciadi, de manos de la compañía de telecomunicaciones 
estadounidense Italba Corporation108. 

Actualmente Uruguay cuenta con 29 tbi en vigor, 27 de ellos lo vinculan 
con Estados no sudamericanos, y es parte del cw109. Al igual que en los restan-
tes Estados sudamericanos, el mecanismo de solución de controversias inversor-
Estado al cual remiten la mayoría de los acuerdos es el arbitraje ad hoc en el ciadi 
(97 %) como se muestra en la figura 10, el único tbi que no remite al ciadi es 
el celebrado con China al establecer la creación de un tribunal arbitral ad hoc 
como único foro para la solución de disputas. Asimismo, siguiendo la tendencia 
sudamericana, en el 66 % de los acuerdos no se condiciona el inicio del arbitraje 
internacional a la obligación de agotar los recursos internos110.

108	  Italba Corporation contra Uruguay (caso ciadi número arb/16/9).
109	  La adhesión se realizó el 28 de mayo de 1992 y la aprobación mediante la Ley 17.209 fue 

comunicada el 9 de agosto de 2000 por la Ley 17.209. De acuerdo al artículo 68 (2) del cw, 
la entrada en vigor para Uruguay se da 30 días después.

110	 Los tbi que no incluyen la obligación de agotar los recursos internos son aquellos que vincu-
lan a Uruguay con Armenia, Australia, Canadá, Chile, China, El Salvador, Estados Unidos, 
Finlandia, Francia, Israel, Malasia, México, Panamá, Portugal, República Checa, República 
de Corea, Suecia, Venezuela, Vietnam. Metodológicamente se opta por incluir en este grupo 
aquellos tratados que incluyen la jurisdicción doméstica como opción para el inversor a la 
hora de resolver controversias con el Estado receptor, no como requisito obligatorio para 
iniciar la vía arbitral internacional. 
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Figura 10. Mecanismos de solución de controversias inversor-Estados en los tbi en vigor 
en Uruguay. Porcentajes en total de tbi en vigor.

Fuente: elaboración propia a partir del texto de los acuerdos. Actualizado a diciembre de 2015.

5.2. La controversia con Philip Morris

5.2.1. Objeto de la controversia

El 26 de marzo de 2010, el secretario general del ciadi registra la soli-
citud de las empresas Philip Morris Brand Sàrl (Suiza), Phil Morris Products 
SA (Suiza) y Abal Hermanos SA (Uruguay), de iniciar un proceso arbitral 
contra el Estado uruguayo. Las demandantes basan su reclamo en el supuesto 
incumplimiento de Uruguay de los artículos 3.o (protección y tratamiento de 
inversiones), 5.o (expropiación y compensación), 11 (observancia de los com-
promisos) del tbi Uruguay-Suiza, en función de lo previsto por las siguientes 
normas nacionales dictadas durante el primer gobierno del presidente Tabaré 
Vázquez (2005-2010), en el marco de la lucha contra el tabaquismo. Esto es, 
las Ordenanzas del Ministerio de Salud Pública Número 514 y 466 (18 de 
agosto de 2008 y 1 de setiembre de 2009, respectivamente) y el Decreto 287 
(15 de junio de 2009).

Las normas controvertidas establecen, respectivamente, una presentación 
única de cada marca comercial de cigarrillos, lo cual determinó que la empresa 
debiera discontinuar siete de las trece marcas hasta el momento ofrecidas; y la 
obligación de uso de imágenes gráficas o pictogramas para ilustrar los daños a 
la salud del consumo de tabaco, con un tamaño del 80% de la parte frontal y 
posterior de la cajilla. A juicio de las demandantes, tales disposiciones restrin-
gen su derecho a usar las marcas de manera adecuada, derecho protegido como 
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inversión por el tbi en cuestión, conforme al artículo 1 numeral 2 literal d111. 
En este marco, solicitan una indemnización de 22,267 millones de dólares, 
además de intereses compuestos a devengarse desde la fecha de la violación 
hasta la fecha de pago, y que queden sin efecto las mencionadas disposiciones 
de Derecho Interno. 

5.2.2. Etapas procesales112

El tribunal ad hoc, constituido el 15 de marzo de 2011 con los árbitros Gary 
Born, (designado por la empresa), James Crawford (designado por Uruguay) y 
como presidente Piero Bernardini (designado por la Secretaria General del cia-
di a falta de acuerdo entre las partes), en su primera audiencia decide separar los 
aspectos jurisdiccionales de los aspectos de fondo. 

Uruguay presenta tres excepciones preliminares respecto a la jurisdicción, a 
saber: 1) la ausencia de cumplimiento de la obligación de agotar previamente los 
recursos internos ya que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo (tca) de 
Uruguay había sido consultado sobre la legalidad de los actos pero no sobre el 
cumplimiento del tbi; 2) la exclusión de las medidas de salud pública del alcance 
de las inversiones protegidas, conforme a lo previsto por el artículo 2.o numeral 1 
del tbi113; y 3) la no constitución de inversiones de las actividades de las deman-
das, conforme al artículo 25 del cw114, al no contribuir al desarrollo económico 

111	 Artículo 1.o: Definiciones
	 «Para los fines del presente Acuerdo: […] (2) El término “inversiones” incluirá todo tipo de 

activo y en particular: […] d) derechos de autor, derechos de propiedad industrial (tales como 
patentes de invención, modelos de utilidad, diseños o modelos industriales, marcas de fábrica 
o de comercio, marcas de servicio, nombres comerciales, indicaciones de procedencia o de-
nominaciones de origen), conocimientos tecnológicos y valor llave […]»

112	 Un flujograma del proceso arbitral en el marco del ciadi puede encontrarse en el anexo iv.
113	 Artículo 2.o: Promoción, admisión «(1) Cada Parte Contratante fomentará en su territorio, en 

la medida de lo posible, las inversiones realizadas por inversores de la otra Parte Contratante 
y admitirá estas inversiones conforme a sus leyes y reglamentos. Las Partes Contratantes re-
conocen el derecho de cada una de ellas de no permitir actividades económicas por razones 
de seguridad, orden público, salud pública o moralidad, así como otras actividades que por 
ley se reserven a sus propios inversores. […]» 

114	 Artículo 25: «(1) La jurisdicción del Centro se extenderá a las diferencias de naturaleza 
jurídica que surjan directamente de una inversión entre un Estado Contratante (o cualquie-
ra subdivisión política u organismo público de un Estado Contratante acreditados ante el 
Centro por dicho Estado) y el nacional de otro Estado Contratante y que las partes hayan 
consentido por escrito en someter al Centro. El consentimiento dado por las partes no podrá 
ser unilateralmente retirado. 

	 (2) Se entenderá como “nacional de otro Estado Contratante”: (a) toda persona natural que 
tenga, en la fecha en que las partes consintieron someter la diferencia a conciliación o arbi-
traje y en la fecha en que fue registrada la solicitud prevista en el apartado (3) del Artículo 
28 o en el apartado (3) del Artículo 36, la nacionalidad de un Estado Contratante distinto 
del Estado parte en la diferencia; pero en ningún caso comprenderá las personas que, en 
cualquiera de ambas fechas, también tenían la nacionalidad del Estado parte en la diferencia; 
y (b) toda persona jurídica que, en la fecha en que las partes prestaron su consentimiento a 
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del país. No obstante, el tribunal ad hoc reconoce su competencia para entender 
en la controversia, desestimando las solicitudes presentadas (decisión de fecha 2 
de julio de 2013). 

En cuanto a la primera excepción preliminar, el tribunal entiende que ya 
se había satisfecho el requisito de agotamiento de la jurisdicción doméstica en 
cuanto a sus objetivos y términos, y reiterar tal procedimiento implicaría una 
pérdida de tiempo y recursos (párrafo 149). En relación a la segunda excepción, 
el tribunal considera que el derecho de no permitir inversiones por razones de 
salud pública, entre otras, refiere exclusivamente a la etapa de admisión de las 
inversiones, esto es, previo al establecimiento del inversor. Por tanto, no se trata 
de una excepción a las obligaciones del tbi, una vez que estas superan la etapa 
de admisibilidad (párrafo 174). 

Finalmente, respecto a la tercera excepción, el tribunal concluye que el con-
cepto de inversión debe ser interpretado en sentido amplio siempre que se trate 
de actividades sustanciales y prolongadas en el tiempo (párrafo 202). Por tanto, 
corresponde a los Estados definir en el tbi los límites de la inversión a ser prote-
gida, límites que no se extraen del articulado del tbi bajo análisis (párrafo 203). 

La etapa referente al fondo del asunto se inicia con la presentación del 
memorial de la tabacalera, el 4 de marzo de 2014, y Uruguay el memorial de 
contestación el 13 de octubre de 2014, sucediéndose por una réplica sobre el 
fondo de presentada por la empresa, 17 de abril de 2015, y una dúplica sobre el 
fondo del Estado, 20 de septiembre de 2015.

En este marco, un hecho destacable tiene lugar el 24 de marzo de 2015, con 
la aceptación de la presentación de la oms y la Organización Panamericana de 
la Salud como amicus curiae de acuerdo a la regla 37 (2)115. Motiva la decisión 
del tribunal el interés público en dicha controversia y los beneficios de contar 
con el conocimiento y experiencia de instituciones calificadas en la materia en 
disputa, a la hora de adoptar decisiones. Las partes remitieron sus observaciones 
a la presentación de los amicus curiae el día 18 de mayo de 2015. La aceptación 
de la participación de las dos organizaciones como amigos de la corte aporta 

la jurisdicción del Centro para la diferencia en cuestión, tenga la nacionalidad de un Estado 
Contratante distinto del Estado parte en la diferencia, y las personas jurídicas que, teniendo 
en la referida fecha la nacionalidad del Estado parte en la diferencia, las partes hubieren 
acordado atribuirle tal carácter, a los efectos de este Convenio, por estar sometidas a control 
extranjero. 

	 (3) El consentimiento de una subdivisión política u organismo público de un Estado 
Contratante requerirá la aprobación de dicho Estado, salvo que este notifique al Centro que 
tal aprobación no es necesaria. 

	 (4) Los Estados Contratantes podrán, al ratificar, aceptar o aprobar este Convenio o en 
cualquier momento ulterior, notificar al Centro la clase o clases de diferencias que aceptarían 
someter, o no, a su jurisdicción. El Secretario General transmitirá inmediatamente dicha no-
tificación a todos los Estados Contratantes. Esta notificación no se entenderá que constituye 
el consentimiento a que se refiere el apartado (1) anterior.» 

115	 Otras solicitudes de amicus curae, presentadas por Fundación Avaaz y Asociación 
Interamericana de la Propiedad Intelectual, no fueron aceptadas por el tribunal.
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un análisis profesional del objeto del proceso, en especial de la normativa uru-
guaya controvertida, a la luz de los compromisos internacionales asumidos en el 
contexto de la lucha contra el tabaquismo.

El siguiente paso es cumplido por la celebración de las audiencias, las cuales 
tienen lugar los días 19 al 29 de octubre de 2015 en Washington, momento a 
partir del cual el tribunal comienza a deliberar sobre el fondo del asunto. 

5.2.3. Laudo

El día 8 de julio, el tribunal entrega a las partes el laudo sobre el fondo del 
asunto116, decisión obligatoria para las partes e inapelable conforme al artículo 53 
del cw. A continuación se resumirán las conclusiones del tribunal ad hoc en rela-
ción a cada uno de los puntos controvertidos por Philip Morris y la decisión final.

En relación al primer punto controvertido por las demandantes, la expro-
piación indirecta de siete de sus marcas sin debida compensación (artículo 5.o 
del tbi Uruguay-Suiza117), el tribunal, asumiendo que las marcas estaban bajo 
protección de la Ley de Marcas de Uruguay (Ley 17.011), concluye que «las 
Medidas Impugnadas fueron un ejercicio válido del poder de policía de Uruguay 
para la protección de la salud pública. En este carácter, no pueden constituir una 
expropiación de la inversión de las Demandantes» (párrafo 307). El reconoci-
miento del poder soberano del Estado de regular en dicha materia, y no por 
ello incurrir en responsabilidad internacional, es uno de los elementos con más 
fuerza del fallo y que probablemente tendrá consecuencias para evitar futuras 
demandas desde la industria tabacalera. 

En relación al segundo punto reclamado por las empresas se basa en el 
artículo 3.o del tratado bajo análisis (protección y tratamiento de inversiones). 

116	 El laudo se encuentra disponible en: <http://medios.presidencia.gub.uy/tav_portal/2016/
noticias/NO_U130/laudo_spa1.pdf> [acceso: 8/7/2016].

117	 Artículo 5.o: Expropiación, compensación 
	 «Ninguna de las Partes Contratantes tomará, directa o indirectamente, medidas de expro-

piación, nacionalización o cualquier otra medida de la misma naturaleza o efecto, contra 
inversiones pertenecientes a inversores de la otra Parte Contratante, a menos que las medidas 
se tomen en caso de utilidad pública establecida por ley, a condición que no sean discrimi-
natorias, que estén sujetas al debido proceso legal y se hagan las provisiones del caso para el 
efectivo y adecuado pago de la indemnización. El monto de la indemnización, incluido sus 
intereses, se determinará en la moneda nacional del país de origen de la inversión y se pagará 
sin demora a la persona autorizada para ello.

	 Los inversores de una de las Partes Contratantes cuyas inversiones hayan sufrido pérdidas 
por causas de guerra o cualquier otro tipo de conflicto armado, revolución, estado de emer-
gencia o rebelión, acaecido en el territorio de la otra Parte Contratante, serán beneficiados 
por esta última, con un tratamiento acorde con lo establecido por el Artículo 3.o, parágrafo 
(2) del presente Acuerdo, en lo que respecta a restituciones, indemnizaciones, compensacio-
nes, u otras prestaciones susceptibles de ser valuadas.»
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Los árbitros desestiman la violación del trato justo y equitativo (numeral 2118) ya 
que el inversor no podía tener legítimas expectativas de que medidas como las 
controvertidas no fueran aplicadas, dada la preocupación sobre los efectos del 
consumo de tabaco, ni las medidas generaron cambios sustanciales en el marco 
jurídico aplicable (párrafos 430, 434 y 435). Por los mismos motivos estiman 
que no se trata de un caso de obstaculización del uso y goce de las inversiones 
(artículo 3 numeral 1119), puesto que las medidas no pueden ser consideradas 
como injustificadas ni arbitrarias (párrafos 445 y 446). 

En tercer lugar, la inobservancia de los compromisos relativos al uso de mar-
cas conforme al artículo 11 del precitado acuerdo120, también es rechazada por el 
tribunal. Su argumento se basa en que en materia marcaria no existe una promesa 
de cumplimiento de una obligación por parte del Estado, por tanto «si los inver-
sores pretenden estabilización, deben contratarla» y no pretenderla de un marco 
jurídico general, que como tal es pasible de modificaciones (párrafo 481). 

Adicionalmente, las demandantes alegan denegación de justicia derivada de 
procesos fundamentalmente injustos y que determina una violación del trato jus-
to y equitativo (artículo 3.o numeral 2). En primer lugar, el tribunal se pronun-
cia sobre las sentencias supuestamente contradictorias de la Suprema Corte de 
Justicia y el tca respecto al aumento del 50 a 80 % de las advertencias sanitarias 
por medio de un decreto reglamentario de la Ley 18.256. Los árbitros entien-
den que si bien este hecho «puede parecer inusual, incluso sorprendente, pero no 
es impactante y no es lo suficientemente grave en sí misma para constituir una 
denegación de justicia» (párrafo 529). 

El segundo punto refiere a la denegación de justicia dado que, a entender 
de Philip Morris, la sentencia del tca en el marco del reclamo de Abal por la 
regulación de la presentación única es una fotocopia de una sentencia anterior 
de British American Tobacco (bat). El tribunal considera que la sentencia se 

118	 Artículo 3.o. Protección y tratamiento de inversiones
	 «Cada Parte Contratante asegurará en su territorio un tratamiento justo y equitativo a las 

inversiones realizadas por inversores de la otra Parte Contratante. Este tratamiento no será 
menos favorable que el acordado por cada Parte Contratante a las inversiones realizadas den-
tro de su territorio por sus propios inversores o al otorgado por cada Parte Contratante a las 
inversiones hechas en su territorio por inversores de la nación más favorecida, si este último 
tratamiento es más favorable.»

119	 Articulo 3.º. Protección y tratamiento de inversiones
	 «Cada Parte Contratante protegerá en su territorio las inversiones realizadas, de acuerdo con 

su respectiva legislación, por los inversores de la otra Parte Contratante y no obstaculizará 
con medidas injustificadas o discriminatorias la administración, el mantenimiento, uso, goce, 
crecimiento, venta y, en caso que así sucediera, la liquidación de dichas inversiones. En 
particular, cada Parte Contratante otorgará las autorizaciones necesarias mencionadas en el 
Artículo 2.º, parágrafo (2) del presente Acuerdo.»

120	 Articulo 11. Observancia de los compromisos
	 «Cada una de las Partes Contratantes asegurará en todo momento la observancia de los com-

promisos adquiridos con relación a las inversiones realizadas por inversores de la otra Parte 
Contratante.»

FDER_Bas_02_10_2017.indd   62 2/10/17   9:36 a.m.



Comisión Sectorial de Investigación Científica	 63

dictó con el nombre de Abal, tiene en cuenta sus argumentos a pesar de «parecer 
haber copiado y pegado grandes porciones de la sentencia de bat directamente 
en la sentencia de Abal» en virtud de las similitudes entre ambos casos, lo cual 
demuestra improcedencias procesales y falta de forma pero no implica dene-
gación de justicia (párrafos 572 y 578). La existencia o no de denegación de 
justicia es el elemento más cuestionable del laudo al tomarse un estándar amplio 
y reconocer las improcedencias procesales. 

En vistas de lo anterior, el tribunal decide que se desestiman todos los 
reclamos de Philip Morris, y que este debe encargarse de sufragar los hono-
rarios y gastos del tribunal y gastos administrativos del ciadi (1.485.714,08 
dólares), así como reintegrarle al Estado Uruguayo 7 millones de dólares de los 
10.319.833,57 por concepto de los costos que incurrió durante el proceso.

5.2.4. Opinión concurrente y disidente

El árbitro Born, designado por Philip Morris, publica su opinión concu-
rrente y disidente, en la cual coincide con las conclusiones del laudo respecto al 
poder de policía de Uruguay o cualquier Estado para regular su salud pública, 
pero disintiendo en dos puntos vinculados al respeto del trato justo y equitativo. 

Primeramente, dado que la Suprema Corte de Justicia y el tca (órganos de 
máxima jerarquía del Poder Judicial uruguayo) arriban a conclusiones opuestas 
y en ambos casos se rechaza la indemnización a la empresa, sumado a la imposi-
bilidad de recurso ante instancias judiciales superiores, concluye en que se trata 
de una denegación de justicia. En segundo lugar, conforme a que la regulación 
de presentación única no tiene precedentes en otros Estados ni es prevista por 
el cmct, se trata de un requisito arbitrario y desproporcionado que viola el trato 
justo y equitativo por parte del Estado receptor.

5.3. Aspectos coyunturales 

5.3.1. Coyuntura doméstica 

La demanda de la empresa Philip Morris constituye una clara respuesta a 
una serie de medidas tomadas por Uruguay en el marco de la lucha contra el 
tabaquismo. La piedra fundamental de la política antitabaco es el Decreto 268, 
de fecha 5 de setiembre de 2005, en el cual se dispone que «todo local cerrado 
de uso público y toda área laboral, ya sea en la órbita pública o privada destinada 
a la permanencia en común de personas, deberán ser ambientes 100 % libres de 
humo de tabaco» (artículo 2.o). De esta manera, el 1 de marzo de 2006 Uruguay 
se convierte en el primer Estado libre de humo de tabaco de las Américas y el 
séptimo en el mundo (Vázquez, 2009).
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Otras normas complementan la política de control del tabaco, como ser 
la Ley 18.256 que establece la prohibición de fumar en lugares cerrados pú-
blicos o privados; limita la publicidad en puntos de venta y prohíbe la publi-
cidad, promoción y patrocinio de los productos de tabaco incluso en eventos 
deportivos, asimismo autoriza al Ministerio de Salud Pública a adoptar las 
directrices relativas al análisis y la medición del contenido y las emisiones de 
productos de tabaco. 

La política se refuerza con la sanción de la Ordenanza del Ministerio de 
Salud Pública Número 514 (18 de agosto de 2008) que obliga a las empresas 
a ceñirse a una presentación única por marca comercial de cigarrillos121; y el 
Decreto 287 (15 de junio de 2009) y la Ordenanza 466 (1 de setiembre de 
2009) que determinan el uso de pictogramas del 80 % de la parte frontal y pos-
terior de la cajilla, a los efectos de ejemplificar los efectos dañinos del consumo 
de tabaco122. Cabe destacar que Philip Morris solo controvierte las dos últimas 
medidas, no la totalidad de normas que componen la política antitabaco. 

121	 La regulación de la presentación única no tiene precedentes en el mundo y se trata de 
una forma de implementar el artículo 11 numeral 1 literal a del Convenio Marco de la 
Organización Mundial de la Salud (oms) sobre Control del Tabaco (cmct) (celebrado el 21 
de mayo de 2003, ratificado por Uruguay el 9 de setiembre de 2004; vigente desde el 27 de 
febrero de 2005). 

	 Artículo 11. Empaquetado y etiquetado de los productos de tabaco
	 «1. Cada Parte, dentro de un período de tres años a partir de la entrada en vigor del Convenio 

para esa Parte, adoptará y aplicará, de conformidad con su legislación nacional, medidas efi-
caces para conseguir lo siguiente: 

	 a) que en los paquetes y etiquetas de los productos de tabaco no se promocione un producto 
de tabaco de manera falsa, equívoca o engañosa o que pueda inducir a error con respecto 
a sus características, efectos para la salud, riesgos o emisiones, y no se empleen términos, 
elementos descriptivos, marcas de fábrica o de comercio, signos figurativos o de otra clase 
que tengan el efecto directo o indirecto de crear la falsa impresión de que un determinado 
producto de tabaco es menos nocivo que otros, por ejemplo expresiones tales como “con 
bajo contenido de alquitrán”, “ligeros”, “ultra ligeros” o “suaves”».

122	 Se da cumplimiento al artículo 11 numeral 1 literal b del cmct.
	 Artículo 11. Empaquetado y etiquetado de los productos de tabaco
	 «1. Cada Parte, dentro de un período de tres años a partir de la entrada en vigor del Convenio 

para esa Parte, adoptará y aplicará, de conformidad con su legislación nacional, medidas 
eficaces para conseguir lo siguiente: 

	 b) que en todos los paquetes y envases de productos de tabaco y en todo empaquetado y 
etiquetado externos de los mismos figuren también advertencias sanitarias que describan los 
efectos nocivos del consumo de tabaco, y que puedan incluirse otros mensajes apropiados. 
Dichas advertencias y mensajes:

	 i) serán aprobados por las autoridades nacionales competentes;
	 ii) serán rotativos;
	 iii) serán grandes, claros, visibles y legibles;
	 iv) deberían ocupar el 50 % o más de las superficies principales expuestas y en ningún caso 

menos del 30v% de las superficies principales expuestas;
	 v) podrán consistir en imágenes o pictogramas, o incluirlos.»
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La figura del Presidente Tabaré Vázquez (primera presidencia: 2005-2010; 
segunda presidencia: 2015-presente), en tanto autoridad máxima de la políti-
ca exterior y en cuanto médico oncólogo de profesión, sobresale en la imple-
mentación de dicha política. En su discurso ante la Asamblea General de la 
Organización de Naciones Unidas (onu) del 23 de setiembre de 2009, enfatiza 
en la necesidad de implementar políticas para mejorar el bienestar de la pobla-
ción en relación al tabaquismo, siendo este el causante de «cinco millones de 
muertes al año en todo el mundo […] esto es más que el alcoholismo, los acci-
dentes de tránsito, el sida, las drogas ilegales, los homicidios y los suicidios su-
mados», por tanto, la política antitabaco implementada por Uruguay se muestra 
como «un avance parcial y auspicioso en la lucha contra esta epidemia».

Pocas semanas después del término del mandato presidencial de Vázquez, 
Philip Morris solicita el inicio del arbitraje en el ciadi. Este hecho sería defi-
nido por el entonces ex Presidente como una forma de «dar un escarmiento al 
Uruguay e intimidar a otros países que están instrumentando políticas públicas 
para el control del tabaco o se aprestan a hacerlo» (Vázquez, 2010: 243).

El 29 de setiembre de 2015, el Presidente Vázquez vuelve a dirigirse a la 
Asamblea General de la onu en el marco de su segunda presidencia, siendo la 
lucha contra el tabaquismo y el arbitraje iniciado por Philip Morris, uno de los 
temas centrales de su discurso. En este sentido, indica que la regulación del mer-
cado del tabaco debe hacerse «respetando los derechos de las personas y acorde 
a la salud pública como factor de soberanía de los Estados y progreso de la so-
ciedad». Asimismo, destaca el rol de las tabacaleras como vector del tabaquismo, 
indicando que «para redoblar sus ganancias no tiene ningún tipo de prurito de 
matar a sus propios clientes».

En cuanto al caso Philip Morris contra Uruguay, afirma que: 
No es ético, señoras y señores, que en algunas circunstancias, tribunales de or-
ganismos multinacionales, puedan priorizar aspectos comerciales a la defensa 
de un Derecho Humano fundamental como es la salud y es la vida. Y esto es 
lo que está sufriendo Uruguay, una poderosa empresa tabacalera internacional, 
que voy a decir solo las iniciales para no lesionar ninguna sensibilidad, Philip 
Morris, ha hecho una demanda internacional contra Uruguay por aplicar el 
Convenio Marco sobre el Control del Tabaco de la Organización Mundial de 
la Salud. Y Uruguay está enfrentando esta situación, quizá porque somos un 
pequeño país hemos sido elegidos para esta demanda. Quizá sea, no solamente 
para castigar a Uruguay por parte de esta tabacalera, sino para que otros países 
del mundo no sigan el camino que ha tomado Uruguay para luchar contra el 
tabaco y darle más calidad de vida a su gente.123

Las palabras de Vázquez en Naciones Unidas refuerzan lo anticipado en 
el mensaje en cadena nacional del 1 de marzo de 2015, al asumir su segunda 
presidencia (2015-2019), en el cual manifiesta que las medidas de lucha contra 

123	 Transcripción del discurso del Presidente Tabaré Vázquez ante la Asamblea General de la 
onu, 29 de setiembre de 2015, cotejado con el texto para difusión.
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el consumo de tabaco continúan durante el nuevo mandato. En este sentido, 
el siguiente paso ya se ha dado con el análisis de la experiencia de Australia, 
Reino Unido y Francia respecto a la cajilla plana o plain packaging124, entre 
otras medidas.

5.3.2. Coyuntura externa

Dentro de los aspectos del sistema-mundo, en los cuales se enmarca el caso 
Philip Morris, se destacan: 1) el cmct; 2) la discusión en el marco de la unctad 
y en instancias regionales sobre la necesidad de una reforma del sistema de so-
lución de controversias inversor-Estado; 3) las controversias vinculadas; y 4) la 
excepción de las medidas de control de tabaco de los mecanismos de solución de 
controversias inversor-Estado presente en el Acuerdo Transpacífico. 

En primer lugar, el cmct es un tratado único en su especie por el elevado 
número de Estados parte, 180 a julio de 2016, y por su objeto: la prevención 
y el control del consumo de una mercadería cuya comercialización es legal. En 
cumplimiento de sus normas es que Uruguay implementa las dos medidas cues-
tionadas por Philip Morris. 

En segundo lugar, como se indicada en el capítulo anterior, a nivel multi-
lateral y regional se está discutiendo la eventual reforma del sistema de solución 
de controversias inversor-Estado. En este sentido es de destacar la presenta-
ción realizada por el entonces Vice Canciller Luis Porto, en la ii Conferencia 
Ministerial de Estados Afectados por Intereses Transnacionales desarrollada en 
Caracas el 10 de setiembre de 2014. Porto se refiere especialmente al caso 
Philip Morris en la cual se focaliza en la necesidad de excluir la protección de la 
salud del concepto de inversión habitualmente incluido en los tbi (Observatorio 
de Política Exterior de Uruguay, 2014). 

En tercer lugar, si bien el caso Philip Morris constituye la primera demanda 
contra Uruguay en el marco de un sistema de solución de controversias inversor-
Estado y el primer reclamo de una tabacalera ante un tribunal de inversiones, 
en el contexto internacional no es un caso aislado. La controversia vinculada 
que ha tenido más relevancia a nivel internacional es el caso Philip Morris Asia 
Limited contra la Mancomunidad de Australia en la cpa (caso número 2012 
- 2). La demanda, notificada a Australia el 27 de junio de 2011, se basa en la 
presunta violación de las disposiciones del tbi Hong Kong-Australia relativas 
al trato justo y equitativo y expropiación de la propiedad intelectual, en función 
de la Ley de empaquetado genérico de los cigarrillos de Australia (2011) y sus 
normas modificatorias y complementarias. 

124	 Información disponible en: <http://www.msp.gub.uy/noticia/gobierno-aspira-que-en-
2020-menos-del-18-de-los-uruguayos-fume-tabaco> [acceso 10/07/2016].
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El 17 de diciembre de 2015, el tribunal aceptó la objeción de Australia 
en relación a que constituye abuso de derecho que el demandante realizara una 
restructuración en Hong Kong, poco antes del inicio del arbitraje125. 

En otro foro y estando en discusión exclusivamente derechos de propiedad 
intelectual vinculados con el comercio, existen cinco demandas contra Australia 
en el marco de la Organización Mundial del Comercio (omc)126. Ucrania127, 
Honduras128, República Dominicana129, Cuba130, e Indonesia131 se presentaron 
contra Australia al considerar que su Ley de empaquetado genérico de los ci-
garrillos (2011), sus normas modificatorias y complementarias, son contrarias al 
párrafo 1 del artículo 1.o, el párrafo 1 del artículo 2.o, el párrafo 1 del artículo 3.o, 
y los artículos 15, 16, 20 y 27 del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos 
de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio; los párrafos 1 y 2 del 
artículo 2.o del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio; y el párrafo 
4 del artículo iii del Acuerdo General de Aranceles y Comercio de 1994. El 
Grupo Especial trata los casos en conjunto sin resolución a la fecha de cierre 
de esta investigación, salvo el iniciado por Ucrania cuya competencia quedó sin 
efecto el 30 de mayo de 2016, puesto que el demandado no solicita que se rea-
nuden los trabajos luego de la suspensión tramitada doce meses antes.

Finalmente, el artículo 29.5 del Acuerdo de Asociación Transpacífico prevé 
la disposición que posiblemente sea la más innovadora de todo el tratado. La 
norma indica que un Estado parte puede optar por que las medidas de control 
de tabaco que decida tomar no sean susceptibles de reclamaciones en el marco 
de la Sección B del Capítulo de Inversión (Solución de controversias inversor-
Estado), y por tanto un inversor nacional de otro Estado parte no pueda iniciar 
un arbitraje por tales motivos. La opción puede ser ejercida en cualquier mo-
mento, incluso al inicio o durante el proceso arbitral. 

Bollyky (2016) señala que si bien el Acuerdo de Asociación Transpacífico 
es el primer instrumento jurídico en implementar la excepción de las medidas 
de control del tabaco, esta se convertirá en una nueva regla en los acuerdos 
comerciales. No obstante, una visión más crítica la presentan Johnson y Sachs 
al señalar que si bien la mencionada excepción es necesaria para proteger a los 
Estados de reclamos como los de Philip Morris contra Australia o Uruguay, el 
tratado en cuestión no se pronuncia respecto a otras áreas objeto de políticas 
públicas soberanas, como ser el medio ambiente, la salud o la seguridad pública 
(Johnson y Sachs, 2015: 3).

125	 Información sobre las etapas cumplidas disponible en: <http://www.pcacases.com/web/
view/5> [acceso 21/3/2016]. El laudo sobre jurisdicción y admisibilidad puede ser consul-
tado en: <https://pcacases.com/web/sendAttach/1711> [acceso 28/6/2016].

126	 Uruguay es tercero en los cinco casos.
127	 Diferencia DS434 cuya fecha de solicitud de consultas es el 13 de marzo de 2012.
128	 Diferencia DS435 cuya fecha de solicitud de consultas es el 4 de abril de 2012.
129	 Diferencia DS441 cuya fecha de solicitud de consultas es el 18 de julio de 2012.
130	 Diferencia DS458 cuya fecha de solicitud de consultas es el 3 de mayo de 2013.
131	 Diferencia DS467 cuya fecha de solicitud de consultas es el 20 de setiembre de 2013.
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CAPÍTULO 6

Conclusiones

A lo largo de este trabajo de investigación se procuró aportar al conocimien-
to de los mecanismos de solución de controversias inversor-Estado previstos en 
los tbi vigentes en los Estados sudamericanos, salvo las excepciones de Bolivia 
y Ecuador que iniciaron procesos de terminación de los acuerdos en vigor, y 
Brasil, que no ratificó ninguno de los tbi firmados y ha comenzado a celebrar un 
nuevo modelo de acuerdo bilateral, los acfi. Dado el recorte metodológico rea-
lizado, producto de esta investigación surgieron temas a seguir analizando que 
quedaron fuera de este trabajo, como ser las afectaciones del objeto de estudio 
en áreas del Derecho, especialmente los derechos humanos, y la sistematización 
y el estudio de las cláusulas más habituales de los tbi: definición de inversión, 
trato nacional, cláusula paraguas, cláusula de ultractividad, entre otros.

Se tomó como marco teórico los aportes de Krasner, Keohane y Ruggie, 
entre otros, respecto a los regímenes internacionales, en el entendido que el 
sistema tbi-ciadi conforma un área específica del sistema internacional en cuyo 
marco se generan acuerdos formales e informales entre diferentes actores que los 
componen. En la actualidad, en función de los principios de igualdad soberana, 
no intervención y libre determinación de los pueblos consagrados en la Carta de 
Naciones Unidas o la Declaración 2625, el ingreso, permanencia o egreso de un 
régimen internacional en particular es una decisión de cada Estado.

Como primer objetivo de investigación se planteó sistematizar los tbi vi-
gentes en los Estados sudamericanos y categorizarlos según los sistemas de so-
lución de controversias inversor-Estado propuestos. De los 275 tbi analizados, 
surge que el mecanismo de solución de controversias más habituales, el arbitraje 
ad hoc en el ciadi (89 %), seguido por la jurisdicción doméstica del Estado re-
ceptor como opción (71 %), tribunal ad hoc según Reglamento de Arbitraje de 
la uncitral (63 %), mecanismo complementario del ciadi (39 %) y arbitraje ad 
hoc (12 %). En el 88 % de los casos se pasa al arbitraje sin necesidad de agotar 
previamente la jurisdicción doméstica. 

En cuanto a los acfi, la solución de controversias inversor-Estado no está 
prevista en el articulado, dedicándose exclusivamente a los medios alternativos 
de resolución de conflictos y las controversias Estado-Estado. 

Como segundo objetivo de investigación se planteó examinar las posiciones 
en torno a los sistemas de solución de controversias inversor-Estado existentes 
en los Estados sudamericanos. Para su análisis se construyó una tipología que 
permitió agrupar a los Estados en tres tipos de acuerdo a su posición en torno 
al sistema tbi-ciadi: 1) los miembros, esto es, aquellos que mantienen los tbi y 
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el cw en vigor: Argentina, Chile, Colombia, Guyana, Paraguay, Perú y Uruguay, 
y Surinam con algunas particularidades; 2) los externos, aquellos que se han 
mantenido al margen del sistema, sin ratificar tbi ni el cw (Brasil); 3) los disiden-
tes, Estados que decidieron terminar los tbi en vigor, por denuncia unilateral 
o no renovación, y denunciar el cw, como ser Bolivia y Ecuador y en menos 
medida Venezuela. En este último tipo se incluyen las propuestas de instancias 
de observación de la situación regional y los foros de solución de controversias 
alternativos en discusión. 

La alineación en torno a una u otra posición se debe, primeramente, a as-
pectos coyunturales, especialmente la experiencia en los mecanismos de solu-
ción de controversias inversor-Estado, especialmente el ciadi, esto es: número 
de demandas registradas en contra del Estado y monto indemnizatorio reclama-
do en cada demanda. En este punto se marcan claras diferencias entre Estados 
como Ecuador, con un número bajo de demandas que reclaman cifran millona-
rias, y Argentina, con un gran número de demandas en su contra, el mayor de 
América del Sur y del mundo, pero con bajos montos reclamados. 

En segundo lugar, la conducta de los Estados bajo análisis también se ve 
afectada por variables vinculadas a su Derecho interno. Se destaca el caso de 
Bolivia, Ecuador y Venezuela, cuyas constituciones establecen como obligato-
ria la jurisdicción doméstica para las controversias inversor-Estado, con la ex-
cepción, en los dos últimos casos, de los mecanismos previstos en procesos de 
integración latinoamericanos y caribeños. No está previsto a texto expreso tal 
excepción para el caso de Bolivia, pero dada su participación activa en la ela-
boración del texto del Acuerdo Constitutivo del Centro de solución de contro-
versias en materia de inversiones de la unasur, se presume que modificará su 
normativa interna. 

En el caso de Brasil, aun ante las demandas del sector empresarial devenido 
emisor de ied, ha mantenido la posición de no aprobar los tbi celebrados ni 
celebrar nuevos, en entendido que las normas del sistema tbi-ciadi vulneran 
disposiciones constitucionales. Con el inicio del proceso de negociación de acfi, 
tampoco deja su rol de externo al sistema, dado que no contienen cláusulas de 
solución de controversias inversor-Estado.

En los dos fundamentos previamente analizados, la defensa de la soberanía 
juega un rol esencial, en particular cuando se percibe una limitación de esta en 
función de las demandas o amenazas de demandas de manos de inversores ex-
tranjeros, que pueden derivar en una «parálisis normativa» o incluso una «con-
gelación», impidiendo a los Estados adoptar reglamentos» en áreas tales como 
medioambiente o salud pública (onu, 2015: 5). Tal limitación evidencia una 
eventual colisión entre los compromisos asumidos por el Estado de proteger 
inversiones extranjeras y sus obligaciones en materia de derechos humanos. 

La parálisis normativa termina por perfilar a las empresas multinacionales 
como creadoras de normas vinculantes para los Estados, práctica que cuestio-
na las bases del propio Estado como titular de la soberanía. En este sentido, 
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Arato (2015: 283) afirma que «el aumento de las empresas como creadores de 
normas es una amenaza a valores públicos locales y globales, tan diversos como 
el desarrollo económico, los derechos humanos, y la protección de la salud 
pública y el medioambiente». 

Por último, los Estados también son movidos por motivos ideológicos de 
los gobernantes de turno. El apego a las recetas neoliberales propuestas por las 
organizaciones económicas internacionales en el Consenso de Washington lle-
vó a que la gran mayoría de los Estados de la región comenzaran la práctica de 
celebrar tbi y adherir al cw, salvo Brasil y Surinam, inicialmente rechazado por 
seguir los postulados de la doctrina Calvo. El arribo al gobierno de mandatarios 
de corte progresista, con interés en la protección de derechos de la naturaleza y 
recursos estratégicos, y sumado a las mencionadas experiencias negativas en re-
lación a demandas de inversores extranjeros, llevó a Bolivia, Ecuador y en parte 
Venezuela, a abandonar el sistema y proponer alternativas tanto a nivel de me-
canismos de solución de controversias como foros de análisis y debate del tema. 

La ausencia de una voz común en la región ha llevado a que las políticas 
individuales, si bien en apariencia sólidas a nivel nacional, colisionen en el con-
texto regional. El proyecto ecuatoriano de creación de un Centro de solución de 
controversias en materia de inversiones de unasur es un paso para neutralizar la 
fragmentación de estrategias a nivel regional y procurar la construcción de un 
sistema legal de solución de controversias inversor-Estado como régimen inter-
nacional propio, basado en lógicas regionales y de carácter intergubernamental, 
a fin de obtener una mayor protección de la soberanía estatal. De igual manera, 
la iniciativa venezolana respecto al Observatorio del Sur sobre Inversiones y 
Trasnacionales, en el futuro, puede coadyuvar a construir una posición regional 
uniforme y capitalizar experiencias individuales. 

Adicionalmente, en el marco de la unctad se está discutiendo una posible 
reforma del sistema de solución de controversias inversor-Estado, y este cons-
tituye un primer paso para que los Estados retomen su rol fundamental en el 
sistema. Un segundo paso en esta dirección lo representa la exclusión de sec-
tores estratégicos o de interés público. Un ejemplo es el texto del Acuerdo de 
la Alianza Transpacífica, que dentro de su capítulo de excepciones incluye las 
medidas de control del tabaco (artículo 29.5), o en materia de expropiación 
indirecta excluye las medidas tomadas para proteger la seguridad, salud pública 
y medio ambiente, salvo circunstancias excepcionales (artículo 3.o literal b del 
Anexo 9-B). De acuerdo a Lise Jonhson, directora de Derecho y Políticas de 
Inversión en el Columbia Center on Sustainable Investment, dichas medidas 
no pueden ser consideradas verdades excepciones a la expropiación indirecta, y 
su aplicación dependerá de la interpretación que le den los árbitros y jueces en 
eventuales controversias132.

132	  Entrevista personal realizada en Nueva York el 12 de noviembre de 2015.
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La participación de Uruguay, tanto en los proyectos regionales como en las 
discusiones a nivel multilateral, es esencial para la consolidación de una posición 
nacional más firme en materia de inversiones coordinada con políticas en temas 
de interés público. En este sentido se destaca la experiencia del caso Philip 
Morris, controversia que tiene grandes chances de convertirse en un leading-ca-
se, dado que nuevamente trae al tapete la discusión sobre la relación antagónica 
entre la protección de inversiones y el poder soberano de policía de los Estados, 
en una materia de interés público. En particular, la colisión se presenta en el caso 
de un tbi con una definición de inversión amplia o poco delimitada y el libre 
accionar del Estado Uruguayo, en tanto creador de normas internas tendientes 
a brindar mayor protección a bien jurídico que considera superior: la protección 
de la salud pública, en cumplimiento de normas internacionales de las cuales es 
parte, el cmct. 

En el marco de esta discusión sería deseable que este proceso de análisis y 
debate sobre la posible reforma del sistema, interpele a nuestro país así como a 
los demás Estados sudamericanos a hablar públicamente sobre este y otros as-
pectos vinculados con los tbi, como ser la cláusula de la nación más favorecida, 
las cláusulas de ultractividad, el trato justo y equitativo, el concepto de expro-
piación indirecta, el agotamiento previo de los recursos internos, el concepto de 
inversión en sí mismo y sus excepciones, entre otros temas. Así se contarían con 
bases sólidas para la eventual negociación de futuros acuerdos o la renegociación 
de los vigentes contemplando los intereses de la región, particularmente el mo-
delo de desarrollo al que se quiera apostar.
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ANEXO I

Acuerdos analizados

TBI analizados

Argentina-Alemania
Argentina-Argelia
Argentina-Armenia
Argentina-Australia
Argentina-Austria
Argentina-Bélgica y Luxemburgo
Argentina-Bolivia
Argentina-Bulgaria
Argentina-Canadá
Argentina-Chile
Argentina-China
Argentina-República de Corea
Argentina-Costa Rica
Argentina-Croacia
Argentina-Cuba
Argentina-Dinamarca
Argentina-Ecuador
Argentina-Estados Unidos
Argentina-Egipto

Argentina-El Salvador
Argentina-España
Argentina-Filipinas
Argentina-Finlandia
Argentina-Francia
Argentina-Guatemala
Argentina-Hungría
Argentina-India
Argentina-Indonesia
Argentina-Israel
Argentina-Italia
Argentina-Jamaica
Argentina-Lituania
Argentina-Malasia
Argentina-Marruecos
Argentina-México
Argentina-Nicaragua
Argentina-Países Bajos
Argentina-Panamá

Argentina-Perú
Argentina-Polonia
Argentina-Portugal
Argentina-Reino Unido
Argentina-República Checa
Argentina-Rumania
Argentina-Rusia
Argentina-Senegal
Argentina-Sudáfrica
Argentina-Suecia
Argentina-Suiza
Argentina-Tailandia
Argentina-Túnez
Argentina-Turquía
Argentina-Ucrania
Argentina-Venezuela
Argentina-Vietnam

Bolivia-Alemania
Bolivia-Argentina
Bolivia-Austria
Bolivia-Bélgica y Luxemburgo
Bolivia-Chile
Bolivia-China
Bolivia-República de Corea

Bolivia-Cuba
Bolivia-Dinamarca
Bolivia-Ecuador
Bolivia-Estados Unidos
Bolivia-España
Bolivia-Francia
Bolivia-Italia

Bolivia-Países Bajos
Bolivia-Paraguay
Bolivia-Perú
Bolivia-Reino Unido
Bolivia-Rumania
Bolivia-Suecia
Bolivia-Suiza

Brasil-Alemania
Brasil-Bélgica y Luxemburgo
Brasil-Chile
Brasil-República de Corea
Brasil-Cuba

Brasil-Dinamarca
Brasil-Finlandia
Brasil-Francia
Brasil-Italia
Brasil-Países Bajos

Brasil-Portugal
Brasil-Reino Unido
Brasil-Suiza
Brasil-Venezuela
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Chile-Alemania
Chile-Argentina
Chile-Australia
Chile-Austria
Chile-Bélgica y Luxemburgo
Chile-Bolivia
Chile-China
Chile-República de Corea
Chile-Costa Rica
Chile-Croacia
Chile-Cuba
Chile-Dinamarca
Chile-Ecuador
Chile-El Salvador

Chile-España
Chile-Filipinas
Chile-Finlandia
Chile-Francia
Chile-Grecia
Chile-Guatemala
Chile-Honduras
Chile-Islandia
Chile-Italia
Chile-Malasia
Chile-Nicaragua
Chile-Noruega
Chile-Panamá
Chile-Paraguay

Chile-Perú
Chile-Polonia
Chile-Portugal
Chile-Reino Unido
Chile-República Dominicana
Chile-República Checa
Chile-Rumania
Chile-Suecia
Chile-Suiza
Chile-Ucrania
Chile-Uruguay
Chile-Venezuela

Colombia-China
Colombia-España

Colombia-India
Colombia-Perú

Colombia-Suiza

Ecuador-Alemania
Ecuador-Argentina
Ecuador-Bolivia
Ecuador-Canadá
Ecuador-Chile
Ecuador-China
Ecuador-Cuba
Ecuador-Estados Unidos
Ecuador-El Salvador

Ecuador-España
Ecuador-Finlandia
Ecuador-Francia
Ecuador-Guatemala
Ecuador-Honduras
Ecuador-Italia
Ecuador-Nicaragua
Ecuador-Países Bajos
Ecuador-Paraguay

Ecuador-Perú
Ecuador-Reino Unido
Ecuador-República 
Dominicana
Ecuador-Rumania
Ecuador-Suecia
Ecuador-Suiza
Ecuador-Uruguay
Ecuador-Venezuela

Guyana-Alemania Guyana-China Guyana-Reino Unido

Paraguay-Alemania
Paraguay-Austria
Paraguay-Bélgica y 
Luxemburgo
Paraguay-Bolivia
Paraguay-Chile
Paraguay-República de Corea
Paraguay-Costa Rica
Paraguay-Cuba

Paraguay-El Salvador
Paraguay-España
Paraguay-Francia
Paraguay-Hungría
Paraguay-Italia
Paraguay-Países Bajos
Paraguay-Perú
Paraguay-Portugal

Paraguay-Reino Unido
Paraguay-República Checa
Paraguay-Rumania
Paraguay-Sudáfrica
Paraguay-Suiza
Paraguay-Taiwán
Paraguay-Venezuela
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Perú-Alemania
Perú-Argentina
Perú-Australia
Perú-Bélgica y Luxemburgo
Perú-Bolivia
Perú-Canadá
Perú-Chile
Perú-China
Perú-Colombia
Perú-República de Corea
Perú-Cuba

Perú-Dinamarca
Perú-Ecuador
Perú-El Salvador
Perú-España
Perú-Finlandia
Perú-Francia
Perú-Italia
Perú-Japón
Perú-Malasia
Perú-Noruega
Perú-Países Bajos

Perú-Paraguay
Perú-Portugal
Perú-Reino Unido
Perú-República Checa
Perú-Rumania
Perú-Suecia
Perú-Suiza
Perú-Tailandia
Perú-Venezuela

Suriname-Países Bajos

Uruguay-Alemania
Uruguay-Armenia
Uruguay-Australia
Uruguay-Bélgica y 
Luxemburgo
Uruguay-Canadá
Uruguay-Chile
Uruguay-China
Uruguay-República de Corea
Uruguay-El Salvador
Uruguay-España

Uruguay-Estados 
Unidos
Uruguay-Finlandia
Uruguay-Francia
Uruguay-Hungría
Uruguay-Israel
Uruguay-Italia
Uruguay-Malasia
Uruguay-México
Uruguay-Países Bajos
Uruguay-Panamá

Uruguay-Polonia
Uruguay-Portugal
Uruguay-Reino Unido
Uruguay-República Checa
Uruguay-Rumania
Uruguay-Suecia
Uruguay-Suiza
Uruguay-Venezuela
Uruguay-Vietnam

Venezuela-Alemania
Venezuela-Argentina
Venezuela-Barbados
Venezuela-Bélgica y Luxemburgo
Venezuela-Bielorrusia
Venezuela-Canadá
Venezuela-Chile
Venezuela-Costa Rica
Venezuela-Cuba

Venezuela-Dinamarca
Venezuela-Ecuador
Venezuela-España
Venezuela-Francia
Venezuela-Irán
Venezuela-Italia
Venezuela-Lituania
Venezuela-Países Bajos
Venezuela-Paraguay

Venezuela-Perú
Venezuela-Portugal
Venezuela-Reino Unido
Venezuela-República 
Checa
Venezuela-Rusia
Venezuela-Suecia
Venezuela-Suiza
Venezuela-Uruguay
Venezuela-Vietnam

ACFI analizados

Brasil-Angola
Brasil-Chile
Brasil-Colombia

Brasil-Malaui 
Brasil-México
Brasil-Mozambique
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ANEXO II

Casos arbitrales inversor-Estado analizados

Figura 11. Listado de casos arbitrales inversor-Estado analizados

ESTADO INVERSOR FORO NÚMERO
Argentina Azurix Corp. ciadi arb/01/12

Argentina cms Gas Transmission 
Company ciadi arb/01/8

Argentina
Compañía de Aguas del 
Aconquija sa y Vivendi 
Universal sa

ciadi arb/97/3

Argentina Continental Casualty 
Company ciadi arb/03/9

Argentina Daimler Financial Services ag ciadi arb/05/1
Argentina Gas Natural sdg sa ciadi arb/03/10

Argentina National Grid plc Reglamento de Arbitraje 
de la uncitral -

Argentina

Suez, Sociedad General 
de Aguas de Barcelona 
SA e InterAguas Servicios 
Integrales del Agua sa

ciadi arb/03/17

Argentina
Suez, Sociedad General de 
Aguas de Barcelona sa y 
Vivendi sa

ciadi arb/03/19

Australia Philip Morris Asia Limited cpa 2012-2
Bolivia Aguas del Tunari sa ciadi arb/02/3

Bolivia eti Euro Telecom 
International nv ciadi arb/07/28

Bulgaria Plama Consortium contra 
Bulgaria ciadi arb/03/24

Ecuador Chevron Corporation & 
Texaco Petroleum Company cpa 2007-2

Ecuador

Occidental Petroleum 
Corporation y Occidental 
Exploration and Production 
Company

ciadi arb/06/11

España Agustín Maffezini ciadi arb/97/7
Guayana Booker plc ciadi arb/01/9

Hungría Telenor Mobile 
Communications as ciadi arb/04/15

Uruguay

Philip Morris Brand Sàrl 
(Suiza), Phil Morris Products 
SA (Suiza) y Abal Hermanos 
SA (Uruguay) contra Uruguay

ciadi arb/10/7
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ESTADO INVERSOR FORO NÚMERO

Venezuela Crystallex International 
Corporation ciadi arb(af)/11/2

Venezuela

ConocoPhillips Petrozuata 
bv, ConocoPhillips Hamaca 
bv y ConocoPhillips Gulf of 
Paria bv

ciadi arb/07/30

Venezuela Fedax nv ciadi arb/96/3
Venezuela Gold Reserve Inc ciadi arb(af)/09/1
Venezuela Mobil Cerro Negro Ltd cci 15416/jrf)
Venezuela Nova Scotia Power Inc ciadi arb(af)/11/1

Venezuela
Phillips Petroleum 
Company Venezuela Ltd. y 
ConocoPhillips Petrozuata bv

cci 16848/jrf/ca

Venezuela Rusoro Mining Ltd ciadi arb(af)/12/5
Venezuela Vannessa Ventures Ltd ciadi arb(af)/04/6

Venezuela

Venezuela Holdings BV, 
Mobil Cerro Negro Holding 
Ltd., Mobil Venezolana de 
Petróleos Hondings Inc., 
Mobil Cerro Negro Ltd. 
y Mobil Venezolana de 
Petróleos Inc.

ciadi arb/07/27

Fuente: elaboración propia a partir de datos del ciadi, cpa e Investment Treaty Arbitration Law.
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ANEXO III

Tipología de Estados sudamericanos según su 
posición en torno al sistema tbi-ciadi 

Figura 12. Tipología de Estados sudamericanos según su posición en torno al sistema 
tbi-ciadi 

Tipo Miembros Externos Disidentes

Estados

Argentina; Chile; 
Colombia; Guyana; 
Paraguay; Perú; Surinam; 
Uruguay.

Brasil.
Bolivia (2007); 
Ecuador (2009); 
Venezuela (2012).

Número de tbi en 
vigor por Estado 

Argentina: 55; Chile: 40; 
Colombia: 5; Guyana: 4; 
Paraguay: 23; Perú: 31; 
Surinam: 1; Uruguay: 29.

Ninguno. Desde 
2015 celebra acfi; 
actualmente ninguno 
ha entrado en vigor. 

Bolivia: 0 (denunció 
21); Ecuador: 16 (de-
nunció 10); Venezuela: 
25 (denunció 1).

Parte del Convenio 
de Washington

Argentina (18 no-
viembre 1994); Chile 
(24 octubre 1993); 
Colombia (14 agosto 
1997); Guyana (10 
agosto 1963); Paraguay 
(6 febrero 1983); Perú 
(8 setiembre 1993); 
Uruguay (8 setiembre 
2000).

No.

Denunciado por 
Bolivia (1 mayo 
2007); Ecuador (2 ju-
lio 2009) y Venezuela 
(24 enero 2012); en 
todos los casos las de-
nuncias son efectivas 
seis meses después.

Demandas en su 
contra registradas 
en el ciadi 

Argentina: 52; Chile: 3; 
Colombia: 0; Guyana: 1; 
Paraguay: 3; Perú: 14; 
Surinam: 0; Uruguay: 1.

Ninguna. Bolivia: 4; Ecuador: 
14; Venezuela: 39.

Característica de la 
posición

Los Estados tienden a 
celebrar tbi y estos se 
mantienen en vigor. En 
general adhirieron al cw.

Celebró 14 tbi 
pero ninguno entró 
en vigor por haber 
sido retirados del 
Congreso por parte 
del Poder Ejecutivo. 
Desde 2015 celebra 
acfi un nuevo modelo 
de acuerdo. 

Los tres Estados 
enunciaron el cw, y 
Bolivia y Ecuador 
iniciaron procesos 
de terminación de 
los tbi en vigor (por 
denuncia unilateral o 
no renovación).
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Tipo Miembros Externos Disidentes

Fundamento de la 
posición

Apego a los postula-
dos del Consenso de 
Washington, especial-
mente la necesidad de 
atraer ied.

Evitar el compro-
miso del Estado 
por períodos muy 
extensos; priorización 
del inversor extranjero 
por sobre el nacio-
nal; y problemas de 
constitucionalidad, 
particularmente el 
arbitraje internacional 
como mecanismo de 
solución de controver-
sias inversor-Estado.

Coyunturales (gran 
número de demandas 
en contra o sumas 
reclamadas) y cons-
titucionales (prohibi-
ción de prórroga de 
jurisdicción, salvo a 
tribunales de procesos 
de integración latinoa-
mericanos y caribeños, 
consagración de dere-
chos de la naturaleza o 
sectores estratégicos, 
foco de gran parte de 
las demandas).

Fuente: elaboración propia.
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ANEXO IV

Flujograma del proceso arbitral en el ciadi

Figura 13. Flujograma del proceso arbitral en el ciadi

Etapa 1. Solicitud de arbitraje 
(artículo 36 del WC)
• Solicitud de iniciar un arbitraje 
inversor-Estado.
• Registro por Secretario General 
del CIADI.

Etapa 2. Constitución del tribunal 
arbitral (artículo 37 del CW)
• Constitución del tribunal arbitral 
de árbitro único de número impar 
de árbitros.
• El tribunal establece su propia 
competencia y define si las 
excepciones de jurisdicción las 
resuelve prebviamente o junto al 
fondo del asuto.

Etapa 4. Actuaciones orales 
(Regla de Arbitraje n.º 32)
• Audiencias para que el tribunal 
escuche a las partes, representantes 
legales, testigos y peritos.

Etapa 3. Actuaciones escritas 
(Regla de Arbitraje n.º 31)
• Presentación del memorial y 
memorial de constelación.
• Eventualmente, presentación de 
una réplica y una dúplica.

Etapa 5. Laudo (artículos 48 a 52 
del CW)
• Dictado de un laudo por mayoría 
de votos.
• Solo pasible de recurso de 
aclaración, revisión o anulación.

Fuente: elaboración propia a partir del cw y las Reglas Procesales Aplicables a los Procedimientos 
de Arbitraje de 2006 (Reglas de Arbitraje). 
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ANEXO V

Entrevistados

Arato, Julian

Es Assistant Professor en la Brooklyn Law School, Nueva York. Sus inte-
reses de investigación y docencia incluyen Derecho Internacional Económico, 
Derecho Internacional Público, organizaciones internacionales, corporaciones, 
y Teoría del Derecho Privado. Ha escrito numerosos trabajos sobre interpre-
tación de tratados, Derecho de las organizaciones internacionales, y dimensio-
nes públicas y privadas de los regímenes legales de inversión extranjera directa. 
Actualmente se encuentra trabajando en un proyecto de investigación sobre los 
conceptos de Derecho Privado en los tratados bilaterales de inversión. 

Previamente se desempeñó como Associate in Law en la Columbia 
University, y trabajó como abogado en el área de arbitraje internacional en el 
Estudio Jurídico Freshfields Bruckhaus Deringer. 

Es graduado de la Columbia University, y cuenta con una Maestría en 
Derecho (ll.m) de New York University School of Law, y una Maestría en 
Filosofía (M.Phil) en pensamiento político e historia intelectual de la University 
of Cambridge.

Bianco, Carlos

Secretario de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto de Argentina. En dicho carácter actúa como 
Tesorero del Consejo de Administración de la Fundación Exportar. En el ám-
bito público, estuvo a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo de Inversiones 
y Promoción Comercial y de la Subsecretaría de Negociaciones Económicas 
Internacionales, todas dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto de Argentina.

Licenciado en Comercio Internacional de la Universidad de Quilmes (unq), 
Argentina, con estudios de posgrado en Economías Latinoamericanas en la 
Comisión Económica para América Latina y candidato al Doctorado de la unq 
con mención en Ciencias Sociales y Humanas.

Se ha desempeñado en el ámbito académico en actividades de gestión, 
investigación, consultoría y asistencia técnica. Fue investigador del Centro re-
des y del Instituto de Estudios Sociales en Ciencia y Tecnología de la unq. Se 
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desempeña como docente de grado y posgrado en la unq y en la uba, y cuenta 
con numerosas publicaciones académicas en revistas especializadas del país y 
del exterior.

Echaide, Javier

Es abogado por la Universidad de Buenos Aires (uba), Argentina, y doctor 
en Derecho, con especialización en Derecho Internacional, por la misma uni-
versidad. Exvicepresidente de la caitisa de Ecuador. En el ámbito académico, 
es Profesor Adjunto (concursado) en la materia dip; Departamento de Derecho 
y Ciencias Sociales, Universidad Argentina de la Empresa (uade) y Director 
del Proyecto del investigación «Problemáticas en torno al ciadi y los tratados 
bilaterales de protección de inversiones: su impacto en los derechos humanos y 
otras áreas del derecho internacional», desarrollado en la Facultad de Derecho 
de la uba. Es además docente e investigador de la uba y la Universidad Nacional 
de Lomas de Zamora (unlz).

Es autor de numerosas publicaciones argentinas e internacionales sobre el 
régimen internacional de inversiones, derechos humanos, especialmente el dere-
cho humano al agua, omc e integración regional.

Fontoura Costa, José Augusto

Título de grado en Derecho de la Universidade de São Paulo, Brasil, doc-
torado en Derecho Internacional de la misma universidad. Profesor Asociado 
de la Universidade de São Paulo y profesor de la Facultad de Derecho de 
Sorocaba, Brasil.

Es miembro del cuerpo editorial y revisor de numerosas publicaciones bra-
sileras e internacionales en su especialidad actuando principalmente en los si-
guientes temas: inversión extranjera, regímenes internacionales, globalización, 
contratos internacionales, Derecho del Comercio Internacional, acuerdos inter-
nacionales de inversión.

Johnson, Lise

Trabaja en el Columbia Center of Sustainable Investment (Columbia 
University, Nueva York) en el análisis de los marcos jurídicos contractuales, 
legales e internacionales en materia de inversiones. Se focaliza principalmen-
te en el estudio de los tratados internacionales de inversiones y los arbitrajes 
inversor-Estado en torno a ellos, examinando sus implicaciones en las políticas 
domésticas y estrategias de desarrollo de los Estados receptores. Asimismo, se 
concentra en el estudio de los aspectos institucionales y procedimentales del 
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marco jurídico, incluyendo los avances en materia de transparencia y legitimidad 
del sistema de solución de controversias inversor-Estado. 

Es graduada de la Yale University, cuenta con un título de Juris Doctor (jd) 
de la University of Arizona, y una Maestría en Derecho (ll.m) de la Columbia 
Law School.

Garro, Alejandro

Es Adjunct Professor y Senior Research Scholar del Parker School of 
Foreign and Comparative Law de la Columbia University, Nueva York, desde 
1981. Con anterioridad a esa fecha, fue profesor en Louisiana State University 
School of Law. Asimismo, es profesor visitante en numerosas universidades e 
instituciones del mundo.

Es miembro del grupo de expertos de unidroit en la preparación de 
los Principios Internacionales de Contratos, miembro de Arbitration Panels, 
American Arbitration Association, National Futures Association, Federación 
Argentina de Arbitraje y Conciliación, International Chamber Of Commerce, 
London Court of Intenrational Arbitration y nasd Dispute Resolution Center.

Gianelli, Carlos

Abogado graduado en la Universidad de la República, Uruguay, y Máster en 
Ciencias Sociales, Especialización en Asuntos Internacionales, de la Fundación 
Bariloche, Argentina. Es diplomático de carrera, y como tal ha actuado como 
Representante Alterno en la Misión de Uruguay ante las Naciones Unidas en 
Nueva York (1987-1991), Embajador en Arabia Saudita (1991-1993), México 
(1995-2000), Países Bajos (2003-2005) y Estados Unidos (2005-2012, 
2015-actualidad), y Jefe de Gabinete del Secretario General de aladi (1983-
1986). Asimismo, se desempeñó como agente de Uruguay en el caso «Papeleras 
en el río Uruguay», Argentina contra Uruguay, ante la Corte Internacional de 
Justicia (2006-2010), y como representante el Uruguay ante el ciadi en el caso 
Philip Morris vs. Uruguay (2010-2012).

Actualmente, desde agosto de 2015 ejerce el cargo de Embajador en los 
Estados Unidos.

Guerra Barón, Angélica

Abogada de la Universidad Externado, Colombia, y Magíster en Derecho 
Internacional Económico de la Pontificia Universidad Católica del Perú (gra-
duada con honores). Especialista en Arbitraje Internacional de Inversiones 
(Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas). Exasesora de la Dirección de 
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Inversión Extranjera y Servicios del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo de Colombia, y parte del equipo negociador colombiano de acuerdos 
bilaterales de inversión y tratados de libre comercio —aspectos relacionados con 
la propiedad intelectual e inversión—. Experiencia profesional en la Secretaría 
General de la Comunidad Andina de Naciones-Servicio Jurídico.

Experiencia en investigación y metodología para la investigación jurídi-
ca, derecho comparado e incumplimiento de contrato en el English Common 
Law (University of Reading, Inglaterra). Actualmente, Profesora Asistente 
del Departamento de Relaciones Internacionales de la Facultad de Ciencia 
Política y Relaciones Internacionales de la Pontificia Universidad Javeriana, 
Colombia. Estudiante del Doctorado de Ciencias Sociales y Humanas de la mis-
ma universidad.

Leví Coral, Michel

Profesor agregado a tiempo completo de la Universidad Andina Simón 
Bolívar Sede Ecuador en donde se desempeña como coordinador del Centro 
Andino de Estudios Internacionales (CAEI), de la cátedra Brasil-Comunidad 
Andina y del Módulo de estudios europeos Jean Monnet, bajo el patrocinio de 
la Comisión Europea.

Es doctor en Jurisprudencia por la Pontificia Universidad Católica del 
Ecuador, Máster en Derecho Internacional y Europeo por la Universidad 
Católica de Lovaina, Bélgica y, actualmente, realiza estudios de doctorado 
(PhD) en Ciencia Política en la Universidad de Grenoble, Francia.

Es investigador asociado del Centro de estudios e investigación sobre el 
Derecho, Historia y Administración Pública y profesor invitado en la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Grenoble y del Instituto de Estudios Políticos 
SciencesPo de Grenoble en Francia. Sus intereses de investigación son: procesos 
de integración regional, regionalismo sudamericano y europeo.

Orellana López, Aldo

Activista y periodista independiente boliviano. Desde 2006 trabaja en el 
Centro para la Democracia, Cochabamba, Bolivia, en donde coordina el proyec-
to «Red por la Justicia Social en la Inversión Global». 

Es autor de numerosos artículos sobre el régimen global de inversiones, en 
especial sobre la situación de Bolivia.
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Smolarek, Adriano Alberto

Graduado en Derecho por la Faculdade Educacional de Ponta Grossa - 
Faculdade União, Brasil. Especialista en Derecho Aplicado por la Escola da 
Magistratura do Paraná, Brasil. Profesor de Derecho Internacional Público en 
la Universidade Estadual de Ponta Grossa (uepg); de Derecho Internacional 
Público y Derecho Internacional Privado en la Faculdade Educacional de 
Ponta Grossa - unopar. Asesor Juridico-Parlamentario en la Câmara Legislativa 
Municipal de Ponta Grossa, Paraná, Brasil.

Vigevano, Marta Rosa

Abogada, egresada de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad de Buenos Aires (uba), Argentina. Estudios de Posgrado en Derecho 
Internacional de los Conflictos Armados y Derecho Internacional Humanitario, 
en el Instituto Nacional de Derecho Aeronáutico y Espacial de la Fuerza Aérea 
Argentina y en Defensa Nacional, en la Escuela de Defensa Nacional depen-
diente del Ministerio de Defensa.

Profesora adjunta Regular de Derecho Internacional Público y de 
Derecho Internacional Humanitario en las carreras de grado y posgrado de la 
Facultad de Derecho uba y en la Universidad Nacional de La Plata. Profesora 
de Derecho Internacional Humanitario en el «Curso Conjunto de Estrategia 
y Conducción Superior» de la Escuela Superior de Guerra Conjunta de las 
Fuerzas Armadas. Excoordinadora de la Maestría en Relaciones Internacionales 
de la Facultad de Derecho, uba y exsecretaria Académica de la Escuela de 
Defensa Nacional dependiente del Ministerio de Defensa. Actual secretaria 
de Redacción de la Revista Jurídica de la Facultad de Derecho de la uba y 
directora de la Dirección de Carrera Docente de la Facultad de Derecho de la 
uba. Investigadora de la uba.

Villarreal, Alberto

Coordinador del Área de Comercio e Inversiones en la organización no gu-
bernamental, Redes Amigos de la Tierra Uruguay, desde hace más de diez años. 
En el último tiempo se ha dedicado al seguimiento del proceso de la demanda 
internacional presentada por la tabacalera estadounidense Philip Morris contra 
el Estado uruguayo ante el ciadi.
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Xavier Junior, Ely Caetano

Profesor de Derecho Internacional en el Departamento de Ciencias 
Jurídicas del Instituto de Ciencias Humanas y Sociales de la Universidade 
Federal Rural do Rio de Janeiro (ufrrj). Doctorando en Derecho 
Internacional por la Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo (usp) 
por la Universidad de Ginebra. Magister em Derecho Internacional por la 
Universidade do Estado do Rio de Janeiro (2014). Magister em Derecho por 
la Universidad de Londres (2014). Abogado graduado en la Universidade 
do Estado do Rio de Janeiro (2011). Miembro de la International Law 
Association, do British Institute of International and Comparative Law y de 
la Society of International Economic Law. 
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